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PRÓLOGO 



«Donde no hay conflicto de intereses no tiene función el Derecho,

porque no es necesaria. Ni existe fenómeno jurídico en cuya raíz

el análisis no encuentre huellas de tal conflicto.»

Francesco CARNELUTTI (1) 

No es fácil, pese a lo que podría parecer, acertar con el enfoque y la medida más adecuada para el Prólogo a un ensayo jurídico, a un estudio monográfico, de ya más que conocido jurista del trabajo, como es el autor de la obra que el lector tiene en sus manos, y que ha decidido aventurarse a conocer, asumiendo los riesgos inherentes a la tarea propia de un jurista crítico. Y todavía lo es menos si con él te une una intensa amistad y lazos de colaboración permanente, como es también el caso que aquí concurre. Pero es evidente que no por complicado podía renunciar a la misión, solicitada por el autor y por mí atendida con el máximo de atención e interés.

A tal fin la primera idea que creo relevante destacar es situarla en el actual contexto de actividad de eso que damos en llamar la doctrina iuslaboralista española más contemporánea. A estos efectos, creo que es oportuno llamar la atención sobre cómo la vorágine de la enésima «reforma del mercado de trabajo», que anunciada desde hace más de dos años ha terminado por irrumpir abruptamente en el escenario socioeconómico español, está llevando a la comunidad científica, e incluso a la mayor parte de los operadores jurídicos, a silenciar, o relegar, o dejar en un segundo plano, otras «reformas laborales» coetáneas. Si esa reforma paralela se produce, además, en un ámbito como es el «procesal», habitualmente considerado extremadamente técnico y, por tanto, árido, por buena parte de los juristas del trabajo, entonces se explicará mejor, aunque es obvio que no se justifica, el que la entrada en vigor de la Ley 13/2009, y de la complementaria LO 1/2009, apenas haya tenido eco, hasta el momento, entre nosotros. Es de realzar que se trata, al menos en la intención, de una reforma «modernizadora» y de garantía del principio de eficiencia de la Administración de Justicia. Es innegable la entidad de las reformas, pues van más allá de la implantación efectiva de la nueva estructura de la Oficina Judicial diseñada en la LO 19/2003 (en virtud de las referidas Ley 13/2001, y LO 1/2009). 

Pues bien, sólo por dedicar atención monográfica a esta reforma procesal ya sería de interés destacar el esfuerzo realizado por el profesor MOLINA NAVARRETE con esta obra. El autor -que conoce bien el Derecho procesal- ha decidido emplear un tiempo precioso para ilustrarnos críticamente sobre el alcance de estos cambios en el proceso laboral y que no quedara minusvalorada su incidencia en este ámbito procesal especial. Un ámbito respecto del que quizás podría pensarse, sin duda erróneamente, que era uno de los menos llamados a verse afectado, a priori, por la implantación de un nuevo modelo de gestión burocrático-administrativo de la actividad jurisdiccional, puesto que si unos Tribunales de Justicia funcionan razonablemente bien esos son los del orden social, al menos en una primera y global valoración. De este modo, la fecunda labor de análisis y comentario llevada a cabo en otros órdenes, en especial en el civil y en el contencioso-administrativo, no quedaría baldía en el nuestro, pues ni doctrina científica ni doctrina judicial han prestado, por ahora, atención significativa a este proceso de reforma legislativa e incluso institucional, salvo algunas contadas y honrosas excepciones.

Ciertamente, podría esgrimirse una segunda razón para intentar explicar este relativo desinterés de la doctrina iuslaboralista por el tema que constituye el objeto específico de este análisis monográfico, y que no es otro que la incidencia de la nueva oficina judicial en la legislación procesal social. Me refiero en este caso a la difundida opinión de que estamos más bien ante una reforma de significado cuantitativo, y no tanto cualitativo, por tanto se trataría de una reforma extensa, pero no intensa. Y ello en la medida en que la gran amplitud de preceptos de la Ley de Procedimiento Laboral afectados tiene un esquema básico muy simple de comprensión y busca un objetivo muy medido: atender al diferente reparto de papeles entre el Juez y el Secretario, de modo que el primero asuma estrictamente la función jurisdiccional y el segundo la función de gestión administrativa, que abarca, entre otros aspectos, el impulso procesal y la dirección del personal. Por tanto, la reforma parecería reducirse a este nuevo reparto de papeles. No es baladí recordar aquí la función compleja que asume siempre el Juez, pues, «cuando se dice que el juez es un historiador, se da de él una definición exacta, pero incompleta; es ciertamente un historiador, pero no solo un historiador, después del juicio histórico, tiene que pronunciar el juicio crítico; después de haber verificado la existencia de un hecho, tiene que ponderar su valor. Ahora bien, la diferencia fundamental entre el juicio de existencia y el juicio de valor es precisamente que el primero concierne al pasado y el segundo atañe al futuro» (CARNELUTTI, F.: Cómo se hace un proceso, Santa Fe de Bogotá-Colombia, Ed. Temis, 1994, pág. 69). 

Podría decirse que aunque así fuese no es menor el cambio. Como bien recuerda el profesor Molina Navarrete ya en el frontispicio mismo de esta obra, la reforma vendría a concretar para nuestro Derecho Procesal algo que hace ya más de cincuenta años comprendiera perfectamente el insigne jurista CARNELUTTI, según el cual, y frente al modelo que luego imperaría en buena parte de las experiencias europeas, el proceso nunca es el resultado de la obra de una persona, por cualificada que sea, el Juez, sino de un colectivo, es una tarea de conjunto, de «equipo» de personas, un «proceso colectivo». Ni que decir tiene que este planteamiento no sólo afecta a la misma teoría dominante sobre la función jurisdiccional, en gran medida identificada con el proceso, por tanto con su dirección y control absolutos por parte del Juez, sino incluso a la misma comprensión constitucional de la función jurisdiccional.

Ahora bien, nunca conviene olvidar que el proceso es garantía de los derechos y cumplimiento de las normas jurídicas; y que toda cuestión procesal verdaderamente importante está implicada con la justicia y con la lucha por el derecho justo. En este sentido no cabe duda de que el Derecho es lucha, no solamente, como lo afirmara IHERING en su Lucha por el Derecho (La lucha por el Derecho, edición y estudio preliminar a cargo de J. L. MONEREO PÉREZ, Granada, Ed. Comares, 2008), sino también como matizara el mismo FRANCESCO Carnelutti de que también hay una «lucha en el Derecho». Ciertamente, como él indica, si el Derecho es lucha «entre el hecho y la ley, no se limita a esta lucha, sino que se extiende a su superación». En este sentido «el juicio descubre la lucha, que se oculta en el Derecho» (CARNELUTTI, F.: Arte del Derecho, Buenos Aires, Eds. Jurídicas Europa-América, 1948, pp. 67 y 83). Esto es importante tenerlo muy presente cuando se abre, como ahora, un proceso de cambio cualitativo que comporta grandes riesgos en su implementación, pero también oportunidades reales de mejora del modelo de Administración de Justicia. Un proceso modernizado y adaptado a los retos del tiempo presente.

El «nuevo» modelo -que puede calificarse de eficiente respeto al objetivo principal de mejora del servicio público de justicia- comporta la reconfiguración de la función jurisdiccional como función profesional organizada, al mismo tiempo que, en el plano instrumental, el proceso jurisdiccional adquiere una dimensión profesional más colectiva que individual. En relación a ello, la Oficina Judicial, siguiendo un modelo más flexible de organización, adquiere una relativa autonomía instrumental, que no autoriza a ser identificada con el órgano judicial. Bajo la premisa de separar la actividad jurisdiccional de tipo sustancial de la formalmente instrumental, se desea descargar a los jueces de estas últimas, y atribuirlas al Secretario Judicial. Lo cual comporta una redistribución de roles entre los agentes implicados en la Administración de Justicia, con el resultado de que los Secretarios Judiciales asumen un mayor protagonismo en el proceso, aparte de sus competencias en la gestión del conjunto del personal. Así frente al modelo tradicional de tipo unipersonal se fomenta la instauración de un modelo de organización flexible de la actividad jurisdiccional que reclama las más modernas y eficientes técnicas de gestión administrativa.

Pero el mérito de la obra que ahora prologo no está en rescatar estas ideas y tratar de proyectar algunas consecuencias para el funcionamiento concreto del proceso social, y en general para el proceso, sino también, y sobre todo, en poner de relieve que el cambio es cualitativo, y desborda la primera lectura que se pueda hacer de los nuevos textos. En realidad, del detenido estudio realizado por el profesor MOLINA NAVARRETE se desprende con toda nitidez que estamos, en realidad, ante la evidencia del impulso de un «nuevo proceso social», en coherencia con el «nuevo proceso civil» o común que dibuja la reforma, tanto procesal como orgánica. Por supuesto un planteamiento de este tipo puede compartirse o, como sucederá, puede discutirse, y mucho. Entre otras cosas porque, como el propio autor advierte, podrían plantearse en hipótesis incluso serios problemas de constitucionalidad, hasta el punto de esbozar la idea de encontrarnos ante una suerte de «mutación constitucional» implícita, siguiendo el conocido concepto de juristas insignes (JELLINEK, MORTATI, BISCARETTI). En cierto sentido, pues, se produce una mutación del proceso, que de individual pasa a «colectivo», y eso puede estar generando una mutación constitucional, al atribuir funciones procesales en sentido estricto a personas que no ostentan la condición de Juez. 

Por supuesto, ni el autor lo hace, ni aquí se puede caer en esa tentación, no es este el momento ni el lugar para analizar todas las implicaciones de tan interesante planteamiento, sólo de dejarlo evidenciado, de modo que huyamos de cualquier enfoque reductor de esta reforma que, al contrario, tiene un calado muy superior al que creen la mayor parte de los operadores juristas que se enfrentarán, por vocación o por función, a su lectura y aplicación.

Si un «descubrimiento» de este tipo ya permite elevar el listón de interés por la comprensión explicativa, en sentido estricto, de explicación y justificación, de estos cambios procesales y por tanto da suficiente cuenta del mérito del autor y de la obra, aún nos reserva su lectura un desvelo más, al menos. Junto a las razones complementarias, y de alto significado pero consecuencias «menores», que aduce el legislador para introducir modificaciones en la legislación procesal de este alcance, a fin de permitir ajustar la reforma orgánica iniciada nada menos que en 2003 a la reforma procesal, nuestro autor cree descubrir una segunda razón básica o general que animaría toda la reforma. A diferencia de la razón principal anterior, que llama «transparente», a esta la llama «oculta» o «difusa», por cuanto aparece reflejada por el legislador a lo largo y ancho de los textos de reforma, pero no suficientemente explicitada, de modo que para el profesor MOLINA más parecería que el legislador ha querido diluirla. 

¿Qué razón es ésta, se preguntará el ávido lector? Pues para el profesor MOLINA, la búsqueda de una creciente y problemática reducción o debilitamiento de la especialidad del proceso laboral respecto del civil, de manera que ha salpicado toda la regulación procesal laboral de remisiones, a menudo en bloque, a la regulación del proceso civil o común. Se destaca, con agudeza, que la reforma aprovecha para diluir o reducir las especialidades del proceso social en el civil, de ahí las continuas remisiones o reenvíos. De ser cierta tan sugerente y perspicaz advertencia, que el autor trata de ilustrar minuciosamente, la trascendencia de la reforma crecería exponencialmente.

De este modo, una «batalla por la convergencia» o por la «uniformidad» iniciada con la Ley de Enjuiciamiento Civil, allá por el año dos mil, que diera lugar «a ríos de tinta» entre defensores y detractores de esta nueva dialéctica entre el principio de especialidad y el principio de integración, entre los partidarios de mantener a ultranza la singularidad de «lo laboral», también en el proceso, y los convencidos de la mayor modernidad del proceso civil, ahora, una década después, tendría un segundo capítulo especialmente relevante, con la Ley 13/1999. Tampoco el prólogo de un libro es el lugar oportuno para entrar de lleno en tan fascinante cuestión para un iuslaboralista crítico e interdisciplinar, con muchas y muy significativas implicaciones teóricas y también prácticas. Como no es oportuno ni tan siquiera recordar algunos de los momentos más destacados de esa pugna, que el legislador actual habría zanjado, precisamente, en el sentido advertido por el profesor MOLINA, aunque la orientación de las respuestas no es siempre esa. Una vez más, el prologuista cumple con evidenciar espacios de enorme interés de la obra que inicia con este texto y reclamar para el lector elementos que le aporten una visión más abierta de la obra que tiene en sus manos.

No renuncia tampoco el profesor MOLINA, como por lo demás es habitual en su obra, al «cuerpo a cuerpo» con el texto, y eso que éste es muy prolijo, por su densidad y extensión. Una vez que ha intentado trazar las líneas de política jurídica más relevantes, que nos permitan comprender adecuadamente el sentido de la reforma, se «pone el traje» de «jurista práctico», y nos va dando cuenta, «paso a paso», detalle a detalle, de las novedades de la reforma procesal laboral. Para ello, traza un esquema, de nuevo clásico, en orden a la estructuración del proceso social, en todas sus vertientes y fases -declarativa, ejecutiva, e incluso cautelar-, y va explicando en qué cambian los «textos» -redacciones o enunciados de las reglas procesales- y las «normas» -reglas derivadas de su interpretación conforme al sistema global de fuentes-. Por lo que nos proporciona un mapa sistemático-explicativo muy detallado y útil de los cambios para no perdernos en la maraña de modificaciones textuales. Al tiempo, sitúa esas modificaciones atendiendo a los cambios que en paralelo se han producido en el proceso civil, con lo que podremos comprobar hasta qué punto, en efecto, lleva -o no- razón, al indicar ese proceso de convergencia entre ambos cuerpos legislativos, entre ambos procesos, el especial y el civil o común.

De ahí, pues, el elevado interés no ya teórico sino también práctico de esta obra. En el bien entendido que no olvida el profesor MOLINA NAVARRETE su «marca de escuela», su pertenencia a un grupo diferenciado de estudiosos jurídicos que tienen una manera concreta de entender el Derecho y la función del jurista. Un modo singular de comprensión del oficio de jurista que es, y no puede ser de otro modo, práctico, pero también crítico (una buena práctica, lo es precisamente porque no queda desligada de una teoría técnicamente rigurosa). Combina esta obra de manera señera, o en todo caso muy destacada, la doble cualidad que debe acompañar la labor de un estudio jurídico. De un lado el analítico y positivo. Dar cuenta de los cambios, de los problemas y avistar soluciones. De otro, ir más allá, dando cumplimiento a la función crítico-social de las normas. 

Esta reflexión, que tiene el lector ante sí, es una buena oportunidad para, en el plano interpretativo, y en tanto hay una reforma legal -que necesitamos urgentemente en el proceso social-, revisar algunas doctrinas tradicionales, a partir de los nuevos datos normativos «modernizadores» que aparecen tras la reforma. Esta obra avanza en ese sentido y, además, lo hace realizando un análisis detenido de los efectos jurídico-prácticos de los cambios, tratando de evidenciar los desajustes y proponiendo algunas soluciones útiles.

Esa dimensión crítica no le aleja de la comprensión «en corto» de las normas y de las instituciones procesales, más bien al contrario, le permite «pisar firme» el terreno que transita, de manera que abre múltiples vías para renovar la comprensión tenida hasta el momento, en doctrina y en jurisprudencia, de una gran cantidad de parcelas del proceso sociolaboral. Por eso, este estudio se plantea como una «obra abierta», pues suscita relecturas de instituciones tradicionales -prueba, actos de comunicación, recurso de suplicación, medidas cautelares...-, a partir de la acción interpretativa de lo nuevo.

Por eso, estoy convencido de que no ha escrito el último capítulo y hay muchos temas por desvelar a partir de sus reflexiones, abriéndose la aventura fascinante de la interpretación, de la hermenéutica, aplicada también a las normas procesales, con el noble fin de facilitar a los trabajadores su lucha por los derechos. La obra tiene, en suma, una proyección práctica manifiesta, más que en muchos otros temas, porque sin un proceso adecuado la justicia social no es más que una falacia, una vacía promesa.

Sólo nos queda augurarle un seguro éxito en este esfuerzo, confiando en que se vea acompañado, aunque sea desde la réplica crítica, tanto por la doctrina científica como por la judicial. El autor, con esta excelente obra, no hace ahora sino reforzar su preocupación e inquietud por estos temas de reflexión -rara avis en la doctrina nuestra, como se decía al inicio de este prólogo-, que iniciara en su brillante ejercicio de cátedra y que luego continuara en diversos estudios y comentarios, e incluso en obras manualísticas que tengo la satisfacción de compartir. Esperemos que no cese en su empeño y abra una vía de reflexión profunda sobre un tema que está huérfano de atención a comenzar por el propio legislador. Tenemos una legislación y un proceso que está exigido de cambios, no ya relevantes sino urgentes. Confiemos que no incurramos autor y prologuista en una nueva prédica en el desierto y ahora ya sí repare el legislador, una vez salga de las asfixia del tema monográfico ahora, la discutida reforma laboral, en la necesidad y por supuesto lo atienda con el interés, la reflexión y la prudencia que exige un cambio de este tipo, también la valentía. Eso sí, deseo que con mejores mimbres que la célebre reforma laboral por fascículos. 

Terminar, como comencé, con una reflexión de FRANCESCO CARNELUTTI: el mecanismo del proceso «si se me permite la metáfora, que debiera suministrar al público un producto tan necesario al mundo como ningún otro bien: la justicia... que los hombres tienen ante todo necesidad de vivir en paz; pero si no hay justicia, es inútil esperar la paz. Por eso no debiera haber ningún servicio público al que el Estado dedicara tantos cuidados como al que toma el nombre de proceso». El lector atento podrá comprobar cómo en el discurso interno de esta obra subyace esa preocupación fundamental. 

José Luis MONEREO PÉREZ

Catedrático de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social.

Universidad de Granada





	 (1) 

	CARNELUTTI, F.: Teoría general del Derecho. Metodología del Derecho, edición y estudio preliminar, «La teoría del Derecho de Francesco Carnelutti», a cargo de J. L. MONEREO PÉREZ, Granada, Ed. Comares, 2003, pág. 59. 
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Introducción



¿REVOLUCIÓN «TRANQUILA»

O «MUTACIÓN CONSTITUCIONAL» IMPREVISIBLE?

Ni la «Administración de Justicia», como función constitucional ex art. 117 CE, ni su «modelo de gestión», la «Oficina Judicial», como instrumento que ha de garantizar su ejercicio efectivo, por imperativo del art. 24 CE, han venido respondiendo satisfactoriamente a día de hoy a lo que la ciudadanía, y también los profesionales del Derecho, demandan para responder a una Justicia a la altura de nuestro tiempo. En este diagnóstico coinciden todos los «sujetos» implicados, tanto sus «actores», profesionales y autoridades que lo protagonizan, como sus «usuarios», quienes lo sufren (sufrimos). 

Para los primeros, para los ciudadanos, las respuestas no suelen llegar en el tiempo exigible, sin las dilaciones indebidas que marca la Constitución, y cuando llegan pocas veces satisfacen las pretensiones de las partes, aun ganando u obteniendo un «fallo» positivo. Al tiempo que la respuesta judicial a menudo resulta poco comprensible, no ya sólo para la ciudadanía sino incluso para los profesionales de la Justicia. Precisamente, para éstos, para los sujetos de la Administración de Justicia, el malestar ciudadano es comprensible. Pero apenas tendría que ver con el modo en que los órganos judiciales actúan, pese a que se les reprocha falta de transparencia y un exceso de alejamiento del mundo real, sino que respondería sobre todo a la saturación extrema del modelo actual de «Administración de Justicia», a la subsistencia de formas tradicionales de «trabajo» y a la ausencia de recursos, personales y materiales, por lo que una mayor inversión presupuestaria arrojaría más calidad y resolvería buena parte de los problemas.

En suma, pareciera como si la modernización experimentada por buena parte de la sociedad, al menos desde la industrialización y el pensamiento ilustrado, y tanto en el mundo del «trabajo privado» como en el del «trabajo público», apenas hubiera llegado a este ámbito. De modo que tan sólo en época muy reciente aparecería concebido no tanto o no sólo conforme a la técnica de la «función de Estado» -la «función jurisdiccional»-, basada en un principio de autoridad, sino conforme a la técnica de «Servicio Público», basada en el principio de calidad en la prestación recibida. La «Administración de Justicia». En suma, pese a estar en el siglo XXI cronológicamente pareciera como si aún hoy aquélla estuviese anclada en otra época, como si se tratara de una «burbuja de la antigüedad», o un «residuo del pasado» en nuestro tiempo. 

En consecuencia, como para otros ámbitos de la Administración Pública, desde hace unos años se difunde la idea según la cual la solución a los «mil y un males» de aquélla pasaría sobre todo por cambiar el aspecto más instrumental de todos los que componen esta compleja misión constitucional, el «modelo de Oficina Judicial», el «modelo de gestión» o administración de la «función jurisdiccional». Esto es, lo que el Tribunal Constitucional llamara «Administración de la Administración de Justicia», iniciando así, hace ya dos décadas, un nuevo ámbito de problemas organizativos y jurídicos tratando de encontrar, paradójicamente, nuevas soluciones, sobre todo al reparto competencial en un Estado de las Autonomías, y añadiendo mayor, y quizá indebida, complejidad. 

Esta visión es ampliamente compartida, como se decía. Tanto que incluso encontró formalización en un «Pacto de Estado por la Justicia», eso que ahora tanto se echa de menos y que sí fue posible el 28 de mayo de 2001. Un Pacto de Estado entre partidos políticos al que hay que sumar, ese mismo año, el Acuerdo logrado en el seno de la, por entonces apenas recientemente creada -1999-, Conferencia Sectorial entre el Ministerio de Justicia y las CC.AA., que ya comenzaban a asumir un protagonismo en esta materia que antes no habían tenido. Una síntesis de sus objetivos deja bien a las claras cuánto se apuesta por una modernización de la función jurisdiccional a partir de las soluciones «burocrático-racionalistas». Así, en éstas estaría buena parte de la respuesta para la consecución de un Servicio Público útil para que: 


«• La justicia actúe con rapidez, eficacia, y calidad, con métodos más modernos y procedimientos menos complicados.

• Que cumpla satisfactoriamente su función constitucional de garantizar en tiempo razonable los derechos de los ciudadanos y de proporcionar seguridad jurídica, al actuar con pautas de comportamiento y decisión previsibles. 

• Que actúe como poder independiente, unitario e integrado, con estructura vertebrada, regida por una coherencia institucional que le permita desarrollar más eficazmente sus funciones constitucionales». 



¿Alguien da más? La ambición de este «proyecto reformador» puede comprobarse simplemente recordando cómo con él se pretende cumplir un fin perseguido desde hace tiempo pero no cumplido en dos siglos: que la Administración de Justicia tome el «tren» de la modernidad organizativa y de gestión que perdió en el siglo XIX y en el XX.

En efecto, la Administración de Justicia quedó siempre al margen del proceso de modernización que supuso, para los modelos y métodos de organización del trabajo profesional, la racionalización económico-industrial y su principio de eficiencia, en definitiva la «modernización industrial» de los siglos XIX y XX. Pero también lo hizo respecto del proceso de racionalización de la gestión administrativa de los servicios públicos que, para el cumplimiento de la función administrativa bajo el principio de la eficacia, promovió la Ley de Procedimiento Administrativo de 1958, aunque quedara en gran medida frustrado, y, después las leyes impulsadas tras la Constitución. Por lo tanto, la Administración de Justicia no sólo ha venido expresando un profundo desajuste con los modelos de racionalización del trabajo en el ámbito privado, sino que también habría dado la espalda al esfuerzo continuado en la última década por racionalizar el sector público, corrigiendo las deficiencias de organización y gestión que se observan en él en relación con los imperativos de calidad, eficiencia y eficacia en la solución de las demandas de los ciudadanos que inspiran toda prestación de servicios al ciudadano. 

En suma, el conocido «particularismo» jurisdiccional, que suele explicarse, ahora ya mucho más como excusa o como forma de encubrimiento de la inoperancia y el desinterés que como justificación racional, por el monopolio constitucional atribuido a los Jueces y Magistrados en el ejercicio de la función jurisdiccional, estaría en la base de esa desatención de la secular tendencia a la modernización y este estancamiento en modelos organizativos del pasado por parte de la Administración de Justicia. El desfase se verifica de modo inmediato si se tiene en cuenta la impresionante -aunque también limitada- capacidad de modernización de aquellos instrumentos que tienen como misión hacer efectiva la «función recaudatoria» del Estado, tanto en el ámbito de la Agencia Tributaria como de la Tesorería General de Seguridad Social. De modo que no va muy descaminado quien sostiene que únicamente «la referencia recaudatoria» parece motivar a nuestros responsables político-administrativos para promover de modo creíble o fiable modelos de ordenación administrativa articulados sobre razonables criterios de gestión en el ámbito público, mediante una «coherente vertebración de medios personales, materiales, inmobiliarios, informáticos y telemáticos [...] componente habitual en las estrategias empresariales privadas» (1) . 

Pues bien, esta más que «bisecular» historia de retrasos e inoperancias respecto a los modelos de organización de las funciones profesionales, tanto públicas como privadas, parecería estar destinada a un cambio radical, casi revolucionario, si son tomados en serio tanto el proyecto indicado como sus leyes de reforma en tal sentido. Primero las orgánicas, que se inició con la LO 19/2003, de desarrollo incierto y dispar, en un contexto en el que se iban desplegando no uno nuevo sino «varios modelos de Oficina Judicial» (2) , y después, ahora, las procesales, con la Ley 13/2009, de impacto extenso e intenso en todas las leyes con alcance procesal -más de 20- y también en parte con la LO 1/2009, complementaria de aquélla en el plano orgánico. 

El calado de las reformas, no sólo en términos legislativos, era -y es- de una entidad extraordinaria, por lo que van muchísimo más allá de la implantación efectiva de la nueva estructura de la Oficina Judicial diseñada en la LO 19/2003 y prefigurada en los referidos pactos políticos de 2001. Así lo ponen de relieve el recurso a conceptos tales como el de «calidad», que implica la idea de una prestación de servicios sometida a evaluación de rendimiento y de «satisfacción» de todos aquellos que la demandan o utilizan, colocando en el primer plano no la predeterminación legal e institucional de la respuesta a una «función de autoridad», sino las expectativas que los ciudadanos tienen respecto a la misma. Se sitúa en el centro, pues, del nuevo modelo la atención a la capacidad de «satisfacer» a quien demanda una actuación judicial y, por tanto, también la necesidad de promover una mejora continúa de los servicios que se prestan.

O el relativo a la «eficacia», que presupone la identificación de objetivos claros y la predisposición de los instrumentos necesarios, en el plano personal -gestión de «recursos humanos»- y en el plano organizativo, y también en el de los medios de tipo material, sobre todo conforme a las nuevas tecnologías. El principio constitucional del art. 103 CE expresado para los procedimientos administrativos tendría, pues, ahora, su plasmación específica en el ámbito de los procesos jurisdiccionales, al menos en su dimensión de administración, en su aspecto de procedimiento «técnico-administrativo». También el de «previsión» de las decisiones y de las pautas de organización y gestión, que llama a la lógica del cálculo racional y previo de las diferentes situaciones posibles y también a su mayor conocimiento, de modo transparente y en tiempo útil.

En suma, una lectura detenida y conjunta, integrada, de todas estas propuestas evidencia que las reformas están actuando tanto una redefinición de los «actores» de la función jurisdiccional, otrora sólo centrados en la mediación del Juez, como del «paradigma de organización socio-institucional» del «trabajo jurisdiccional», en otro tiempo marcado nuevamente por el determinismo judicial. Frente al modelo tradicional de tipo artesanal y autárquico se promueve un modelo de organización flexible de la actividad jurisdiccional comparable, salvando las distancias necesarias, con la evolución experimentada por los paradigmas o modelos de «organización social del trabajo» en las sociedades industrializadas, y que yo me atrevería a calificar, por las razones que luego daré, de «modelo de Oficina Judicial basado en la especialización flexible». Entre las mutaciones de concepciones y conceptos que para la función jurisdiccional, y por tanto para su instrumento fundamental, el proceso conlleva, tres son clave:

a) La Función Jurisdiccional, auténtico Poder de Estado -art. 117 CE-, se reescribe como «Función Profesional Organizada», y por tanto requiere de modos y métodos de racionalización organizativa y de gestión de esta actividad.

b) El proceso jurisdiccional deja de ser una tarea unipersonal, para convertirse en un «proceso de prestación profesional de servicios colectivo», no unipersonal. Lo que no supone desconocer la exclusividad judicial pero sí ponderar de un modo más adecuado en las leyes y en la práctica procesal la hasta ahora hegemonía del Juez, otorgando protagonismo, incluso como sujetos garantes, a otros sujetos profesionales y valorando sus importantes competencias, incluso jurídico-procesales. A tal fin, como es natural, habrá que establecer un adecuado reparto de competencias o tareas entre todos ellos.

c) La Oficina Judicial es instrumental al Órgano Judicial, al que sirve, pero ya no se identifica con él, pues responde a un modelo de especialización flexible. Esto significa que buena parte de su actividad procesal se «externaliza», de modo que es asumida por «unidades comunes a diferentes órganos jurisdiccionales», en parte, pues, «externas» a cada uno de ellos. Las razones de eficacia y eficiencia: la dimensión y organización deben determinarse en cada momento atendiendo a la actividad que en la misma se desarrolle y al volumen o carga de trabajo que cada demarcación judicial asuma. El Órgano Judicial ya no se puede identificar, pues, ni con su titular, ni tampoco con una determinada «oficina de tramitación».

El carácter de cambio «revolucionario» es manifiesto, y para un jurista del trabajo me atrevería a decir que fascinante. Ahora bien, esto significa para unos estudiosos de esta materia, no demasiados, una «revolución tranquila», mientras que para otros, los más, supone una auténtica «mutación constitucional» de éxito incierto y en todo caso de dudosa legitimidad constitucional, al menos en parte (3) . A este respecto, queda claro que los cambios no sólo traen promesas de mejora de una situación hoy en día caótica, sea o no de «desgobierno» de la Administración de Justicia, sino también muchos riesgos, sea de inefectividad, sea de ineficacia, sea de incertidumbre o inseguridad jurídica, como ya se ha advertido también para el ámbito que aquí interesa, el de la jurisdicción social (4) , que es precisamente la mejor «valorada» hasta el momento, aunque tiene a día de hoy una de las regulaciones más obsoletas e inactuales de todas ellas, por mantener la vigencia un texto que ya se remonta dos décadas atrás en el tiempo. 

Como es natural, la evolución en un sentido u otro dependerá, tanto de la regulación procesal como del funcionamiento en la práctica del nuevo modelo, basado en la mejor:


	
• Separación entre la «actividad jurisdiccional» de tipo sustancial y la sólo formalmente jurisdiccional, de modo que se descarguen los Jueces de estas segundas, y se atribuya funciones jurídico-procesales, también de garantías, a otros, como el Secretario Judicial. 

	
• Una redistribución de papeles de modo que a los Secretarios Judiciales se les asigne una mayor presencia en el proceso, amén de ser la referencia determinante en la dirección del personal. Pero también es necesario que esa redistribución se racionalice respecto del Secretario, por cuanto no puede asumir materialmente todas las que tienen encomendadas, de modo que el respeto de «funcionarios» al servicio de la Administración de Justicia encuentre su posición o papel adecuados. 



De la evolución práctica sólo podemos ocuparnos cuando el modelo esté más experimentado. Ahora procede ocuparse de cómo han afrontado el cambio las leyes procesales, y en especial en relación al proceso sociolaboral.

Esa tarea será la aquí emprendida de forma prioritaria. Pretendemos dar a conocer, de un modo muy pormenorizado, hasta donde sea posible, el impacto de la reforma procesal en la ordenación y funcionamiento del proceso social, estudiando con detalle las extensas, y a veces intensas, reformas en la LPL. Si bien conviene ya de antemano advertir que habremos de tener muy presente los cambios realizados en la LEC, pues, como luego se explicará en detalle, una razón de ser de la reforma procesal ha sido la de impulsar una convergencia determinante entre la legislación procesal civil y la legislación procesal social, de modo que son legión las remisiones que ahora ésta hace a aquélla. Por eso, para conocer el impacto real de la reforma hay que manejar al mismo tiempo las reformas en la LPL y las operadas en la LEC.

No obstante, será también preciso realizar un balance, breve en lo posible, de las reformas en el ámbito organizativo, a través de las nuevas disposiciones introducidas en la LOPJ, tanto por la LO 19/2003, 23 de diciembre, cuyos mandatos habían quedado en gran medida vaciados de eficacia en espera de las reformas procesales, cuanto, en menor medida, por la LO 1/2009, que complementa la reforma procesal. A estos efectos es igualmente conveniente tener en cuenta la coordinación, no siempre fácil, entre las disposiciones orgánica y las procesales en orden a la delimitación de las funciones de los nuevos protagonistas que se suman a la función de garantías procesales, como son los Secretarios Judiciales, pero también, como se decía, de otros profesionales, tanto los internos, el personal al Servicio de la Administración de Justicia, como los externos pero colaboradores, como son los Procuradores, Abogados y, ahora con más razón, los Graduados Sociales «colegiados». 

A este «presupuesto» para la comprensión de las reformas procesales dedicaremos la primera parte del estudio que ahora ofrecemos, pues sin él no se puede entender un número significativo de las novedades en el ámbito procesal. A estos efectos, no deja de ser paradójico que lo instrumental, el modelo de organización, haya precedido al cambio sustancial, a la ordenación del proceso, con los evidentes desajustes que de ello derivan, como se verá. En cualquier caso, como intentaremos acreditar a lo largo de esta obra, es imposible no manejar al mismo tiempo, para alcanzar el sentido preciso de los preceptos procesales, los cambios en el ámbito organizativo, e incluso en el tecnológico, pues de ellos dependerá tanto la efectividad de los mandatos legales como la propia coherencia del modelo que quiere implantarse, no sin dudas, riesgos e incertidumbres.
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	Aunque quizá con algo de acidez, en parte innecesaria, lo explica bien SÁNCHEZ BLANCO, A., «Valoración y alcance de la reforma de la Oficina Judicial», en AA.VV., La nueva regulación de la oficina judicial, Aranzadi, 2006. 
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	Cfr. SÁNCHEZ ÁLVAREZ, E., «El orden jurisdiccional social ante la nueva oficina judicial: análisis crítico», RTSS, CEF, n.º 321, pág. 44. Un estudio algo más ponderado ofrezco en «Soluciones burocráticas a los problemas de la justicia social: puntos críticos de la nueva oficina judicial», RTSS, CEF, n.º 323, febrero 2010.
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La nueva estructura organizativa de la oficina judicial y su impacto en la Administración de justicia social



1.  EL MODELO DE GESTIÓN DE LA NUEVA OFICINA JUDICIAL -NOJ-: PRINCIPALES CLAVES DE ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO

1.1.  El punto de partida: la «invención» del TCO, ¿origen del problema o de la solución?

La constatación del fracaso de las estructuras y funcionamiento de las «viejas» Oficinas Judiciales, identificadas con las «Secretarías», término que ya suponía en cierto modo una objetivación del modelo al prescindir del nombre de su responsable, fue el catalizador de la apertura de un nuevo espacio para la conquista de nuevas competencias por parte de los autogobiernos, que en esta materia quedaban en gran medida al margen de la ordenación, por ser competencia exclusiva del Estado. La necesidad de rediseñar por completo el modelo de organización administrativa y de gestión de la actividad de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado, de la función jurisdiccional, fue la oportunidad, para algunos la excusa, para que las CC.AA. reivindicaran, y en parte lograran, un espacio, para ellas en igualdad de posiciones con el Ministerio de Justicia y el CGPJ, en la gestión de la competencia de Justicia. De este modo, nuevos y polémicos actores se sumaban al debate, por supuesto anterior, de la reforma de la Oficina Judicial S.A este respecto, entiendo de cierta utilidad y actualidad recordar cómo en el centro de este debate reflexivo ha estado la relación entre las AA.PP. autonómicas y los sindicatos, a fin de llevar a cabo una modernización del Servicio Público de la Justicia, para lo que se precisaba una profunda reordenación de los estatutos profesionales del personal competente. Precisamente, el Acuerdo entre los sindicatos más representativos en el País Vasco y su Gobierno, aprobado por Decreto del Gobierno Vasco 63/1998, a fin de llevar a cabo esa modernización, estuvo en la base de una de las últimas y más relevantes sentencias del TCO en esta materia, la STCO 253/2005. Un acuerdo que, dicho sea de paso, tenía por objeto establecer:

«las condiciones mínimas en que se desarrollará el proceso de modernización de la Oficina judicial en el ámbito de la Comunidad [...], tanto en sus aspectos organizativos como de gestión de personal».


No nos interesa en este momento insistir en esta otra «dimensión sociolaboral» del proceso de modernización de la Administración de Justicia, pues tiene una vertiente organizativo-profesional que ha quedado en gran medida al margen del actual proceso de reformas (1) , tanto que ha dado lugar a críticas sindicales que anunciaban movilizaciones al respecto. Tan sólo aquí la recordamos porque ha dado pie al TCO para actualizar su doctrina, fijada a principios de la década de los años noventa -SSTCO 56/1990 y 62/1990-, en torno a la diferenciación entre «Administración de Justicia», competencia exclusiva del Estado -art. 149.1.5 CE-, y «Administración de la Administración de Justicia», que queda abierta a la competencia de las CC.AA. Así, con vistas a confirmar su posición favorable a entender de modo restrictivo la exclusividad de la competencia estatal en esta materia, estimando que se extendía sólo a la «función estrictamente jurisdiccional», descartando de ella todos los aspectos administrativos, reforzaba su argumentación en virtud de la cual:

«[...] no puede negarse que, frente a ese núcleo esencial de lo que debe entenderse por Administración de Justicia, existe un conjunto de medios personales y materiales que, ciertamente, no se integran en ese núcleo, sino que se coloca [...] “al servicio de la Administración de Justicia”, esto es, no estrictamente integrados en ella. En cuanto no resultan elemento esencial de la función jurisdiccional y del autogobierno del Poder Judicial, cabe aceptar que las CC.AA. asuman competencias sobre esos medios [...]».


En suma, a fin de salvar las contradicciones, reales o aparentes, entre los Estatutos de las Comunidades Autónomas que asumieron estas competencias y la LOPJ, el TCO se vería obligado a «inventar» una diferenciación conceptual que no quedaba clara ni en el texto constitucional ni en la teoría jurídica procesal ortodoxa o clásica: de un lado, la «Administración de Justicia», y de otro la «Administración de la Administración de Justicia», o para ser más claros, la «Gestión de la Administración de Justicia». Ahora bien, con ello, quizá resolvió un problema de reparto de competencias pero al mismo tiempo abría toda una «Caja de Pandora» en orden a cómo afrontar la reforma de la Oficina Judicial y, por ende, cómo afrontar la reforma del Servicio Público de la Justicia. Desde esta conceptuación, la presencia del autogobierno ha ido a más. Y no sólo ha supuesto complicar en extremo el panorama de sujetos o actores implicados en el proceso de reforma, sino que desde ese momento quedaba expedita la puerta, en modo alguno cerrada por la reforma de la LOPJ en virtud de la LO 19/2003, crucial en todo este proceso, a la diversidad de modelos de Oficina Judicial, con el consiguiente «desgobierno» de la Administración de Justicia (2) . Se explica así, otra cosa es que no ha de compartirse el juicio sobre el riesgo en todos sus extremos, que para muchos autores tan «donosa invención» no sólo estaría en la base de un proceso de auténtica «mutación constitucional» -como ya sostuviera el Magistrado constitucional Mendizábal Allende en su voto particular a la STCO 105/2000, de 13 de abril de 2000-, sino que sería uno de los principales gérmenes o virus inoculados en la Administración de Justicia y fuente de una parte importante de los males que la aquejan. La razón principal para ello estaría en que con tal invención «se hizo entrar a un personaje que no estaba en el reparto, el Poder Ejecutivo, único poder real con una imparable tendencia expansiva» (3) , y que, además, no es unitario, sino descentralizado en un Estado de las Autonomías como España, por lo que el panorama se vuelve extremadamente confuso. 

Sin perjuicio de aceptar que esos riesgos existen, inherentes a la distinción, entiendo que la modernización de la Administración de Justicia precisaba no de la «brocha gorda» de pintor doméstico, de entender que todo es una única y misma, y exclusiva, actividad, la función jurisdiccional, reservada en exclusiva y plenamente a los Jueces, sino más bien de la «brocha fina» de pintor artístico. Como se sabe, en el plano de la organización del trabajo desde hace más de un siglo, la racionalización del trabajo pasa por su adecuada diferenciación y especialización. Desde esta perspectiva, queda claro que en una sociedad compleja no es posible pensar en una «división social y técnica del trabajo», tampoco de la función jurisdiccional, que no implique a una pluralidad de sujetos, siempre y cuando, claro está, cada uno de ellos asuman, con competencia y formación, las tareas que les son propias y se les atribuya legalmente. Los «procesos» de producción y gestión de una actividad de servicio profesional, sea privada sea pública, constituyen cada vez menos una tarea unipersonal y cerrada en unidades estancas, autárquicas, aún fuertemente jerarquizadas, y cada vez más un conjunto de «procesos» y «procedimientos» profesionales organizados y de dimensión colectiva.

En consecuencia, también cabe entender que la invención constitucional dio pie a plantear nuevas soluciones al problema de la reforma de la Administración de Justicia, aunque con ello se relativice, aunque sin desconocer, el modelo tradicional, pero ya ineficaz, basado en la relevancia sólo de lo que estuviese física y también personalmente intermediado por el Juez. Y es que a partir de esta renovación conceptual se hacía ya más viable que el modelo de organización y gestión de la Administración de Justicia, centrado en la redefinición de la Oficina Judicial, pudiese seguir pasos de racionalidad análogos a los experimentados, como se decía, tanto por los paradigmas organizativos de la producción «económica», como de los modelos de racionalización de los servicios público-administrativos. Por lo tanto, se abría un tiempo absolutamente histórico, cuyo banderín de salida en el plano legislativo será la traducción normativa del Pacto referido en la LO 19/2003, de 23 de diciembre, aunque tuviese que esperar casi 7 años para ver su efectividad plasmada en leyes procesales. De ahí a que se actualice en una práctica generalizada transcurrirá todavía más tiempo, pero al menos el impulso estaba dado.

1.2.  Quiebra fáctica-normativa del modelo tradicional: del modelo «artesanal» al «paradigma de administración especializada flexible de Justicia Social»

El acta de defunción de ese caduco modelo de organización de la justicia -de su administración, pero también en buena medida del modo de trabajar de los Jueces, del modo de ejercer la función jurisdiccional- se escribió, pues, en ese momento y a partir de la promulgación de la referida LO 19/2003. Pero realmente el modelo tradicional ha evidenciado un extraordinario poder de resistencia, tanto que, como veremos, ni siquiera las nuevas leyes procesales han podido sustraerse a su pesada herencia. De ahí que, como se verá con detenimiento en la segunda parte de este estudio, muchos son los preceptos que todavía condicionan la efectividad del nuevo modelo al cambio del viejo en el plano fáctico, lo que está sucediendo con una extrema lentitud y, por tanto, genera una excesiva y perturbadora desigualdad de situaciones cuando los ciudadanos deberíamos tener las mismas garantías de prestación o provisión para ver satisfecho nuestro derecho a la tutela judicial efectiva. Este modelo tradicional, también llamado «clásico», se caracterizaría por ser:


	
• Un modelo de organización unitaria e integrada, de modo que la Oficina Judicial se identificaría estrictamente con su Órgano Judicial. 

	
• Es un modelo diferenciado y atomizado, pues cada Juzgado actúa de una forma diferente para tramitar los procedimientos, sin que exista una técnica de gestión homogénea. 

	
• Se trata de Órganos y Oficinas autosuficientes, de modo que cada uno de ellos asigna sus propios recursos personales y materiales para desarrollar su función con independencia de otros Juzgados y del partido judicial. 

	
• Adolece de métodos racionales de gestión, basándose en gran medida en métodos personalistas. La falta de eficiencia, pues, es manifiesta, en la medida en que responden a tareas repetitivas y poco planificadas, con una enorme disparidad de criterios, según los «usos del Juzgado». Por tanto, no existen tampoco métodos de control eficaz de cargas de trabajo y de control del cumplimiento de las jornadas laborales correspondientes. 

	
• Es un modelo opaco, pues no existen indicadores ni estudios sobre las cargas de trabajo que se han de asignar a cada funcionario, ni formas para acceder de modo preciso y útil a los asuntos.Frente a este viejo modelo, el Pacto -tanto con los partidos políticos como con las CC.AA.- diseñó y la LOPJ, en su reforma de 2003, tradujo en normas -no así en prácticas, por muchas razones condicionantes, unas de tipo normativo pero otras claramente presupuestarias-, una nueva estructura organizativa y un nuevo modelo de gestión-dirección de la Oficina Judicial. Entre los aspectos más destacados del mismo podemos citar (4) : 

	
• Atención de calidad al ciudadano, desde un enfoque de derecho subjetivo y no ya como simple orientación, garantizando un funcionamiento, tanto continuado como transparente del Servicio Público. 

	
• Diferenciación de servicios procesales. Unos prestarían un apoyo directo -técnica de internación organizativa- y de carácter exclusivo y especializado a cada Órgano Judicial. Otros prestarían servicios comunes o compartidos por los Jueces de un mismo territorio -según técnicas de exteriorización o «externalización» organizativa-, llamados a desarrollar tareas uniformes, por tanto con una mayor especialización atendiendo no a la materia sustantiva sino al tipo de actuación procesal, de modo más eficiente, que permita un mejor aprovechamiento de los recursos disponibles en todo el sistema, y mucho más flexible, de modo que se adapte a las demandas de cada momento. A partir de esta distinción se debían sentar las bases de un modelo organizativo moderno y flexible, capaz de adaptarse a las necesidades de cada orden jurisdiccional -idea de la especialización-, pero siempre atendiendo a las circunstancias que concurran en cada territorio -circunstancias espaciales- y también a cada coyuntura concreta, dando soluciones específicas -circunstancias de tipo temporal-. De ahí el evidenciado carácter de especialización flexible. 

	
• Diferenciación de funciones entre todos los integrantes del Órgano y de la Oficina Judiciales, a fin de asegurar no sólo el correcto cumplimiento de las mismas, sino también facilitar la labor de los dos sujetos garantes de derechos, el Juez y el Secretario, aquél en el plano sustancial y funcional, éste en el plano funcional y formal sólo. 

	
• Potenciación de la figura del Secretario Judicial, redefiniendo y dando un mayor vigor a sus funciones procesales, así como a las de dirección técnica y procesal, con nuevas competencias. A tal fin no sólo es necesario reforzar su conocimiento jurídico, sino también los relativos a las técnicas de gestión de personal y de tareas. En todo caso, quedaba clara la estructura netamente jerarquizada del Cuerpo Superior en que se integran, a diferencia de los Jueces y Magistrados. A este respecto, debían desaparecer las «labores compartidas» de la legislación anterior, dando preferencia a las atribuciones diferenciadas de tareas en atención a su naturaleza (5) . 

	
• Racionalización del estatuto profesional del personal al Servicio de la Administración de Justicia, a través de la inclusión del concepto de Relación de Puesto de Trabajo -RPT-, como instrumento técnico más adecuado, típico de la organización administrativa, a fin de identificar con precisión tareas, definir niveles de responsabilidad y, cómo no, permitir incluso carreras profesionales motivadoras. Con ello se ponía el acento en la necesidad de un nuevo estatuto de personal, que recogiera tanto las nuevas demandas del modelo para mejorar la eficacia como las propias reivindicaciones del personal. A tal fin estaba llamada la LOPJ a fijar las claves fundamentales del mismo en virtud del art. 122 LOPJ 

	
• Modernización de los métodos de trabajo, a través de la renovación tecnológica, que informatice y ofimatice la Oficina Judicial. Para lo que era necesario disponer el carácter obligatorio del uso de cuantos medios informáticos y telemáticos existiesen -Administración Telemática de la Justicia-.Puede verse, pues, la conexión con los nuevos paradigmas de la organización y gestión de los «procesos de producción» de la actividad económica. Estos nuevos modelos de organización de cualesquiera tipo de actividades profesionales y económicas orientados a su racionalización se basan, por lo que aquí interesa en: 

	
• La «separación de funciones», entre quienes «mandan» -dirigen- y quienes «cumplen» -«ejecutan»-, según los modelos burocrático-racionalistas más clásicos, o según los modelos «tayloristas-fordistas» en el ámbito privado, hoy en regresión. Ahora se diferenciará, por tanto, entre diferentes funciones: jurisdiccionales propiamente dichas, de carácter procesal-procedimental y funciones técnico-administrativas o de gerencia. Si sólo las primeras corresponden al Juez, las otras, por tanto con indudable sentido jurídico-procesal, pueden ser repartidas y en gran medida asumidas por el Secretario Judicial, pero también por otros funcionarios al servicio de la Justicia en su ejecución material, siempre bajo la dirección de aquél. 

	
• Pero también en el «trabajo en equipo», dotando de mayor autonomía a los sujetos implicados en todo el proceso obedecen, 
	
- la búsqueda de la calidad en todas sus fases y actividades 

	
- en una articulación de técnicas de integración y de exteriorización de sus estructuras organizativas, buscando una especialización flexible de las mismas. 







Ni que decir tiene que no se trata de poner en cuestión ni la centralidad de la figura del Juez en el ámbito de la actividad procesal, ni enfatizar, en el polo opuesto, la del Secretario Judicial, como ahora parece pretender la reforma, generando una nueva lucha o dialéctica corporativa, olvidando tanto el claro diseño constitucional de la tarea o función jurisdiccional, propia del juez, como las exigencias de una organización moderna del trabajo judicial, que exige «poner en valor», optimizar, todos los «recursos» de los que se dispone, incluyendo a todas las personas que participan en ese «proceso colectivo». La Oficial Judicial, indebidamente identificada de forma radical con la «Secretaría Judicial», responde todavía al modelo decimonónico y preindustrial, en el que cada Órgano Judicial funcionaba como un todo y atendía la totalidad de sus tareas, estando dominado de principio a fin por una persona, la del juez, que actuaba más en atención a las «costumbres y usos» de su Juzgado -sus designios- que conforme a las reglas generales.

No podemos entrar aquí en profundidad al respecto, pero es evidente que, del mismo modo que esa forma de organización recibió el acta de defunción, al menos en su papel de hegemonía, con la «modernización industrial», era hora ya que también tal estructura organizativa experimentara su proceso de «modernización» y «racionalización». En este sentido, no es de extrañar que como hace la unidad organizativa básica de la economía y la sociedad de nuestro tiempo, «la empresa», también la «nueva Oficina Judicial» se haya puesto a la búsqueda de una organización más flexible, adaptada en todo momento a las necesidades, complejas y cambiantes, de tutela judicial. Una idea que queda bien concretada en ese énfasis hoy puesto en la administración de justicia como «Servicio Público» de calidad («Carta de Derechos de los Ciudadanos ante la Justicia»).

En confirmación de la oportunidad de esta semejanza, o intento de aproximación, a los paradigmas de organización «de empresa» moderna, articulada y flexible, debe tenerse en cuenta también el paralelo movimiento de reforma de los estatutos de personal, orientado a favorecer los criterios de especialización y profesionalidad. Así como, sobre todo, nuevos regímenes retributivos más modernos y flexibles, basados en los incentivos variables en función de rendimientos y responsabilidades, atendiendo a la calidad y cantidad de trabajo. Por lo que el sistema retributivo, como en cualquier empresa, trata de ser acorde con el nuevo modelo de organización del trabajo que al tiempo trata de promover. De ahí el sentido del cambio de la ley 15/2003.

En suma, y pese a las incertidumbres que este enfoque puede generar, incluso en el plano de la constitucionalidad (6) , conviene tener en cuenta igualmente que, como ya nos advirtiera CARNELUTTI, al igual que el resto de las «actividades profesionales organizadas», administrar justicia no es una labor unipersonal. Al contrario, es un auténtico «proceso de trabajo judicial» y, en consecuencia, un «proceso colectivo».

Sé que un planteamiento de este tipo es anatema, causa de excomunión en el mundo jurídico, más en el ortodoxo procesal, que tiene en el Juez la imagen suprema de la jurisdicción y único al que se le atribuye por imperativo de los arts. 24 y 117 CE. Precisamente, esta concepción ha marcado la propia configuración de la Oficina Judicial en España desde tiempos inmemoriales.

Naturalmente, en todo ello debe tenerse bien presente que no se trata de cualquier servicio público, sino de uno orientado de un modo estricto a la jurisdicción, esto es, a la garantía de la tutela judicial. En la organización de la Administración de Justicia concurre un factor que la singulariza del resto de funciones públicas, al estar al servicio de un Poder de Estado, cuya independencia es uno de los fundamentos del Estado de Derecho. De él se desprenden diferentes condicionantes para la ordenación institucional de la Oficina Judicial y también para su funcionamiento práctico, por cuanto este elemento de servicio e instrumental no puede perderse de vista en ningún momento, aunque a veces no quede claro en el diseño legal.

De un lado, porque es necesario identificar mecanismos de reacción por parte del poder judicial frente a todas aquellas situaciones en las que el deficiente o insuficiente funcionamiento de las Oficinas Judiciales se pudiera traducir en una merma o carencia de la propia función jurisdiccional. Por eso esta cuestión será una de las más relevantes de la reforma, en la medida en que al secretario judicial se le atribuyen, como veremos, nuevas competencias en el ámbito organizativo y de dirección (7) . De otro lado, por el papel tan destacado que en el debate sobre la «nueva Oficina Judicial» está teniendo la cuestión relativa al reparto de competencias en el plano territorial.

A este respecto, ya se ha comentado la emersión de nuevos actores, pues junto al estado, en su nivel de organización central -representado por el ministerio de justicia (MJ)-, hay que sumar a las CC.AA. -a través de sus respectivas Consejerías-, esto es, su nivel de organización autonómico. El proceso de transferencias en materia de justicia está introduciendo otro aspecto esencial a tener en cuenta, pues también aquí será necesario atender al reparto de las competencias entre AA.PP. para el mejor diseño de la estructura organizativa del servicio público de la justicia, evitando disfunciones típicas en este ámbito, máxime teniendo en cuenta que interviene un tercer actor: el Consejo General del Poder Judicial. La cuestión no es fácil, pero el esfuerzo necesario.

2.  LOS ASPECTOS ESTRUCTURALES: LA ORGANIZACIÓN EN FORMA DE RED GOBERNADA DEL ÓRGANO JUDICIAL

2.1.  El Órgano Judicial: la ruptura de la equivalencia tradicional entre el Órgano y su titular, e incluso con «su» Oficina de tramitación

Como acabamos de ver, el proceso de reforma iniciado con el Pacto de Estado de 2001 y concretado en su primera fase con la reforma en 2003 -LO 19/2003- de la LOPJ llevó a una Nueva Oficina Judicial -NOJ-, cuyo objetivo principal es la flexibilidad de su estructura, que le permita adaptarse a una «demanda social» de justicia compleja, más plural, cambiante y personalizada que en el pasado, frente a la rigidez actual. De los comentarios anteriores se desprende, pues, no sólo la extraordinaria trascendencia del objetivo, sino también su extrema dificultad, por compleja, no ya sólo por el modelo que se pretende, que supone un cambio radical respecto del pasado, sino también por la necesidad de mantener siempre el necesario equilibrio entre las necesidades de esa modernización como servicio público que es y como «actividad profesional organizada», pero también como estructura organizativa singular que resulta, pues no puede ser sin más identificada con cualquier órgano de gestión público-administrativo.

En suma, cambia no sólo la denominación, sino la concepción, la estructura, las funciones, los contenidos, de modo que sea posible conciliar las peculiaridades de la Administración de Justicia con tres mutaciones históricas de toda organización:


	
- la adaptación de la organización de Justicia al Estado Autonómico, de modo que permita articular la implicación de una pluralidad de sujetos, con el consiguiente efecto de diferenciación de estructuras; 

	
- la necesidad de introducir criterios de dirección o gerencia profesional, para lo que se precisa diferenciar funciones, que ya no pueden ser asumidas sólo por el Juez; 

	
- crear las condiciones para adaptarse a la revolución tecnológica que suponen las nuevas tecnologías de la información. 



Este diseño queda realizado sustancialmente en el Libro V de la LOPJ -arts. 435 a 469- que reza «De los Secretarios Judiciales y de la Oficina Judicial». Por tanto, ya se ve la centralidad en la nueva estructura de la figura del Secretario Judicial, pese a que con la diferenciación de denominaciones se vea igualmente la intención de no fijar ahora una rígida equivalencia entre Oficina Judicial y Secretaría Judicial, siendo aquélla un ámbito de dirección plena de éste, pero hay otros «compañeros de reparto», además del Juez, claro está. Conviene desde el principio advertir del riesgo que tiene el nuevo diseño, por cuanto puede suponer cambiar a un «rey» -el Juez- por otro -el Secretario-, haciendo de él una especie de «SuperFuncionario», un factótum, del que se presume que podrán asumir una extraordinaria infinidad de funciones de diferente tipo y distinta naturaleza, sin que esté garantizado que dispone ni de las competencias, ni de los recursos, ni del tiempo para poder llevarlas a cabo.

Por tanto, una idea debe quedar suficientemente clarificada, pues será vital para entender luego los cambios legislativos procesales, no siempre precisos a tal fin. Y es que ya se han roto las equivalencias precedentes, como se anticipó, entre el Órgano Judicial y la persona de su titular, el Juez, pero también entre aquél y la Oficina. Se ha visto cómo en el modelo anterior cada Oficina tenía la idiosincrasia del Juzgado al que servía y con el que se integraba en el plano de la gestión. Ahora hay que diferenciar con nitidez tres estructuras diferentes, interrelacionadas por supuesto, pero diferentes:


	
a) El Órgano Judicial. Está integrado por el Juez, por el Secretario Judicial y por las Unidades Procesales de Apoyo Directo al Juez. Ejercen la función judicial, si bien repartida entre los dos primeros sujetos, siendo la jurisdiccional sustancial competencia exclusiva del Juez, mientras que la función procesal se reparte con el Secretario Judicial, que asume un extraordinario protagonismo. En todo caso, el titular del mismo sigue siendo el Juez, por supuesto 

	
b) La Oficina Judicial. Una parte de la misma se integra en el Órgano Judicial, pero otra parte muy importante a efectos procesales, no, como son los servicios comunes, de los que se hablará de inmediato. El responsable de esta estructura es, a todas todas, el Secretario Judicial, que la dirige sin «superior control» por parte del Juez 

	
c) Las unidades administrativas. No forman parte ni del Órgano Judicial ni tampoco de la Oficina, aunque realicen labores de apoyo imprescindibles para un buen funcionamiento del Órgano Judicial. Son competencia de las CC.AA., sin perjuicio de la función de coordinación del Secretario. Aquí describiremos sumariamente las características básicas de la NOJ. 





2.2.  La estructura de la NOJ: un modelo de organización articulado entre unidades internas y externas al servicio de un fin unitario

2.2.1.  Planteamientos generales: la Oficina Judicial como instrumento al servicio del Órgano Judicial

Sin duda, el aspecto más relevante de la reforma es la nueva configuración de la Oficina Judicial y, al mismo tiempo, de su nuevo «Jefe» o Director, el Secretario. En todo caso, conviene partir del sentido general o global de la misma, que no es otro que el de ser la organización de carácter instrumental que sirve de apoyo a la actividad jurisdiccional de Jueces y Tribunales -art. 435.1 LOPJ-. De ahí que parezca clara la primacía de la acción jurisdiccional sobre la de estricta gestión instrumental, sin perjuicio de lo que se comentará más abajo al respecto. Precisamente, esto determina su homogeneidad en todo el Estado. La Oficina Judicial no puede ser un ente organizado conforme a criterios dispares, diferenciados según los modelos que cada poder ejecutivo -estatal o autonómico-, determine. 

A quien sirve, o debería, la OJ es al Poder Judicial, único en todo el Estado. Por eso el art. 435.2 LOPJ reclama una estructura básica de la OJ que sea homogénea en todo el territorio nacional. La situación, no obstante, dista de ser ésta. Ahora bien, como se ha dicho, esta homogeneidad debe también conciliarse con la necesidad de todas las organizaciones modernas, públicas y privadas, como es la eficiencia y la flexibilidad. Por eso expresamente el art. 435.3 LOPJ sujeta su funcionamiento a principios propios de una organización moderna y flexible: agilidad, eficacia, eficiencia y racionalización del trabajo, lo que implica responsabilidad por la gestión, coordinación y cooperación entre Administraciones, de manera que los ciudadanos obtengan «un servicio próximo y de calidad».

Curiosamente, pese a la evidenciada aproximación a paradigmas y criterios de gestión y organización típicamente privados, «de empresa», este servicio público queda reservado, por lo que hace al elemento personal de organización, a funcionarios: los puestos de trabajo de la Oficina Judicial sólo podrán ser cubiertos por «personal de los Cuerpos de funcionarios al servicio de la Administración de Justicia, y se ordenarán de acuerdo con lo establecido en las relaciones de puestos de trabajo» -art. 435.4 LOPJ-. Hasta el punto que este precepto ha sido considerado como un paradigma o un ejemplo de recuperación de los principios clásicos de la organización pública, pues no sólo ha situado en el centro a la figura de las Secretarías, conforme a un modelo clásico de organización pública, «producto de la ejemplar tenacidad y dinamismo de las entidades representativas de los Secretarios Judiciales y de la receptividad autonómica a las disfunciones administrativas de la Administración de la Administración de Justicia», sino que también «agrega un inapreciable obsequio institucional para el conjunto del sector público», al «recuperar los principios constitucionales» de gestión pública (8) .

La nueva regulación distingue netamente dos estructuras: la Oficina Judicial y las unidades administrativas. Éstas quedan para la jefatura, ordenación y gestión de los «recursos humanos» de la Oficina Judicial. La LOPJ configura la «nueva Oficina Judicial» tomando como elemento organizativo básico la «unidad» -art. 436.1 LOPJ-. Atendiendo a las funciones a realizar, distingue dos tipos de unidades -art. 436.2 LOPJ-.


	
- Unidades Procesales de Apoyo Directo -UPAD-. 

	
- Servicios Comunes Procesales -SCP-. 



La actividad principal de ambas unidades se halla, pues, determinada por la aplicación de las normas procesales (art. 436.3 LOPJ). Por tanto, queda clara la dimensión funcional de estas unidades de la OJ y no es otra que la de integrar la actividad de ejercicio funcional de la jurisdicción. Precisamente, es esta dimensión procesal la que estaría en la base de la resistencia al proceso de transferencias ansiado en esta materia por los autogobiernos, que aspiraban en muchos casos, por ejemplo en el País Vasco, a la creación de «servicios comunes» bajo la más estricta dependencia y «jefatura» de las Comunidades Autónomas -CC.AA.-, con inclusión de la transferencia del Cuerpo de Secretarios Judiciales. Por lo tanto, bajo los principios de mejora de la gestión a través del autogobierno se buscaba una transferencia de competencias que llevara a una descentralización de la estructura básica de la organización procesal.

La regulación finalmente resultante impediría esta quiebra. Porque si es cierto que cabe un ejercicio significativo del autogobierno en la creación de SPC, con capacidad para fijar criterios de funcionamiento concreto, la dirección del Servicio común corresponde al Secretario Judicial. De este modo, se garantizaría al ciudadano, al menos en el plano formal, una respuesta igual por parte del Servicio Público de la Justicia en todo el territorio. En todo caso, la situación real parece bien diferente.

El indicado objetivo de la flexibilidad organizativa tiene un concreto reflejo en el art. 436 LOPJ. Con ello se buscaría huir de criterios rígidos que tan «lamentables espectáculos» han dado lugar a diario, como la creación de ciertos órganos «sin contenido competencial, [...] con una dotación de personal que resulta a veces imposible de cambiar» (9) . A este respecto debe tenerse en cuenta que la regulación debía ser lo suficientemente amplia como para adaptarse a circunstancias de futuro, pues se trata de una reforma de implantación gradual, quizá en exceso, que hace que el modelo final esté en progresión, y no culminará pasados al menos una década, o más.

Eso significa, y esto no deja de ser problemático, que su actividad podrá desempeñarse a través de actuaciones de las unidades organizativas de la NOJ al servicio de órganos de un mismo orden jurisdiccional, o de varios, así como de subórdenes especializados, lo que plantea algunos problemas de integración de esas unidades dentro del sistema de actividad jurisdiccional en sentido estricto. Aquí probablemente han pesado más los motivos de eficiencia, e incluso de eficacia, que los de «legalidad» en sentido estricto.

2.2.2.  Las Unidades Procesales de Apoyo Directo -UPAD-: una unidad interna al Órgano Judicial

La Unidad Procesal de Apoyo Directo -UPAD- es definida por el art. 437 LOPJ como aquella estructura básica de la Oficina Judicial que se ocupa de prestar asistencia directa a Jueces y Magistrados en el ejercicio de las funciones que le son propias, las jurisdiccionales. Con este fin, realizan las actuaciones necesarias para el exacto y eficaz cumplimiento de cuantas resoluciones dicten aquéllos. Por lo tanto, existirán tantas UPAD como Juzgados, o en su caso, Salas o Secciones de Tribunales estén creados y en funcionamiento, «integrando», junto a sus titulares, el respectivo Órgano Judicial. Al frente de la dirección técnico-procesal de la UPAD estará el Secretario Judicial -art. 457 LOPJ-. Si el diseño teórico debe valorarse de modo positivo, queda claro igualmente que no deja de plantear múltiples problemas, no ya sólo en el ámbito de la actividad procesal, la más relevante como veremos, sino incluso en el plano organizativo. Así, de un lado, un mismo Secretario puede serlo de más de una unidad, por lo que ha pesado más el motivo de racionalización económica que el de eficacia y especialización del servicio (10) .

De otro lado, junto a las típicas funciones relativas a la titularidad sobre la fe pública judicial, que ha de ejercer con exclusividad y plenitud -art. 453.1 LOPJ-, y las demás vinculadas a esa típica cualidad de fedatario -guarda y depósito de la documentación del Tribunal, archivo y conservación de bienes y objetos afectos a la función jurisdiccional-, están las procesales. Y es evidente que no siempre será fácil deslindar la actividad procesal jurisdiccional formal de la que es sustantiva en sentido estricto, por lo que algunas de las competencias no dejará de suscitar duda en torno a su constitucionalidad.

2.2.3.  Los Servicios Comunes Procesales -SCP-: una unidad externa al Órgano Judicial

Los Servicios Comunes Procesales -SCP- son, conforme al art. 438 LOPJ -y art. 2 del Reglamento 2/2010, Pleno del CGP-, las unidades de la Oficina Judicial que «asumen labores centralizadas de gestión y apoyo en actuaciones derivadas de la aplicación de las leyes procesales». El precepto legal realiza también una clasificación de los SPC atendiendo a las funciones a realizar en cada caso. A saber:


	
- los que asuman funciones de registro y reparto, 

	
- actos de comunicación, 

	
- auxilio judicial, 

	
- ejecución de resoluciones judiciales, 

	
- jurisdicción voluntaria. 



Se caracterizan básicamente por:


	
- No está integrado en el Órgano Judicial al que, por tanto, cuya organización resulta «externo» en sentido estricto. Por lo tanto, hay que diferenciar los conceptos de «Oficina Judicial» y «Órgano Judicial», de modo que en éste se integra sólo parcialmente aquélla. Aquélla está al servicio de éste, pero no se identifican. En consecuencia, este rasgo no dejará de plantear problemas de ajuste al modelo constitucional de potestades ejercidas por el Órgano Judicial determinado por las leyes, como garantía de tutela efectiva del art. 24 CE. Hacer recaer el impulso del proceso en un ámbito organizativo ajeno o externo, en principio, al Órgano Judicial que responder de él no deja de ser polémico porque más que liberarle de cargas administrativas, complementando su tarea, el Juez vería cómo es desplazado por el Secretario Judicial en un aspecto clave para el control del proceso jurisdiccional, de modo que el Juez sólo ejercerá en la UPAD. 

	
- Se busca su flexibilidad organizativa, como vía para alcanzar tanto la mayor eficacia -capacidad para resolver de modo óptimo el problema- cuanto su mayor eficiencia -con el menor coste posible-. Esta flexibilidad se plasmaría al menos en dos aspectos. Primero en la medida en que también queda descartada su vinculación a un solo orden jurisdiccional. La razón es que se conciben como unidades de prestación de servicios «a todos o algunos de los órganos de la Administración de Justicia de su ámbito territorial, cualquiera que sea el orden jurisdiccional al que pertenezcan y la extensión de su jurisdicción, o a otros servicios comunes de distinta naturaleza, así como, en su caso, a otras instituciones que cooperan con la Administración de Justicia, tales como la Fiscalía o los Institutos de Medicina Legal, siempre y cuando así lo haya determinado la resolución que cree el servicio común» (art. 2 Reglamento 2/2010). 

Segundo, porque, la clasificación inicialmente realizada por la LOPJ se entiende ajustable, de modo que se entiende que podrán crearse servicios comunes generales que aglutinen una o más de las funciones referidas en el art. 438.3, o aquellas otras que sin estar incluidas se considere que, por su carácter general a toda la organización judicial, deben estar incluidas en este tipo de servicios. A tal fin, y conforme al art. 438.4 LOPJ, podrán a su vez estructurarse en secciones y éstas, en su caso, en equipos. El resultado en todo caso es que se modula de modo incisivo o en extremo, pues, el principio de especialización buscado. También la predeterminación legal. Por tanto son razones de flexibilidad -y optimización de costes, eficiencia económica- las que están detrás de esta opción, dejando a un lado la especialización -al menos en el sentido clásico, relativa al orden jurisdiccional, que es desplazado por la «actuación procesal» o el tipo de función, lo que no es baladí para las relaciones entre la regulación común y la regulación especial, pues promoverá regulaciones orientadas a reducir la especialidad- y también la coherencia legal. 



	
- Su creación corresponde a la Administración competente -MJ o CC.AA.-, sin que sea preciso obtener el previo informe favorable del CGPJ. 



Al frente del mismo está el Secretario Judicial, y no el Juez. Claro y rotundo es a tal fin el art. 3 del Reglamento 2/2010 CGPJ, según el cual «la dirección y gestión de los servicios comunes en sus aspectos técnico-procesales, corresponde al Secretario Judicial Director que esté al frente de los mismos». A este respecto, conviene recordar que el principio organizativo que rige la actuación del Secretario no sólo es diferente, sino opuesto al del Juez. El primero obedece al clásico principio administrativo de organización jerárquica, quedando obligado al cumplimiento de instrucciones de sus superiores, mientras que el segundo funciona sobre la base del principio de autonomía o de independencia judicial.La necesidad de diferenciar sus actuaciones en un plano u otro no escapa al art. 438.6 LOPJ, conforme al cual:

«El secretario judicial que dirija un servicio común procesal deberá hacer cumplir, en el ámbito organizativo y funcional que le es propio, las órdenes y circulares que reciba de sus superiores jerárquicos. En el ámbito jurisdiccional, responderán del estricto cumplimiento de cuantas actuaciones o decisiones adopten jueces o tribunales en el ejercicio de sus competencias».


En esta dirección, conforme al art. 3 del Reglamento 2/2010, los Secretarios Judiciales Directores tendrán que ajustar sus actuaciones a los «Protocolos» establecidos por los Secretarios Coordinadores Provinciales y aprobados por los Secretarios de Gobierno, sin perjuicio de exigir que en tales Protocolos se atienda, tanto al cumplimiento de los criterios de homogeneización del CGPJ como de los criterios concretos de funcionamiento operativo fijados por la Administración que los haya creado. Ahora bien, este mismo precepto reglamentario le recuerda al Secretario Judicial el mandato legal de sujeción de la actuación del Secretario al dictado del Juez en orden al «estricto cumplimiento» de las actuaciones encomendadas por los Jueces o Tribunales.

Esto plantea la cuestión de la eventual dualidad de dependencias funcionales de la figura del Secretario Judicial y sin perjuicio, claro está, de su autonomía de dirección técnica del servicio. La primera dependencia lo sería en sus funciones «gerenciales» o de dirección técnica. La otra, en sus «funciones procesales» respecto del Juez, que de este modo mantendría en todo momento el control de las actuaciones por él adoptadas o encomendadas al Secretario Judicial. La norma reglamentaria de sistematización elaborada por el CGPJ parece ratificar esta idea, de modo que reforzaría esa dualidad de dependencias funcionales, y unidad de dependencia orgánica.

El CGPJ tiene reservada legalmente la potestad para fijar «criterios generales» con vista a asegurar la «homogeneidad en las actuaciones de los servicios comunes procesales» de la misma clase en todo el territorio nacional -art. 438.7. LOPJ-. Se trataría de una concreción especial de su potestad legal para fijar «regulaciones de carácter secundario y auxiliar» ex art. 110.2 LOPJ. Por lo tanto, nos encontramos en esta materia con una extensa concurrencia de competencias y, lógicamente, de disposiciones y criterios ordenadores de este trascendental aspecto del entramado de gestión o de organización de la Justicia. A saber:


	
- Circulares e Instrucciones del Ministerio de Justicia y, en el caso de tener transferidas las competencias en materia, de las CC.AA. 

	
- Criterios fijados por los órganos de gobierno de los Secretarios Judiciales, como son los Secretarios de Gobierno y los Secretarios Coordinadores Provinciales. 

	
- Protocolos de Actuación en el Procedimiento. 

	
- Reglamento de Homogeneización del CGPJ. 



No sólo esta diversidad competencial y reguladora, sino la propia ampliación de los sujetos destinatarios de las actuaciones de los SPC, que no son sólo los miembros de la carrera judicial, sino los diferentes organismos públicos y funcionarios al servicio de la Administración de Justicia, haría especialmente necesario un instrumento ordenador que, de carácter básico pero de obligado cumplimiento -vinculante-, establezca unas directrices comunes a todos los SCP en cualquier punto de la geografía nacional. Tal potestad ha sido recientemente ejercida a través del Reglamento 2/2010, aprobado por Acuerdo de 25 de febrero de este año, del Pleno del CGPJ -BOE 12 de marzo de 2010-. Este instrumento ordenador advierte claramente de la necesidad de no invadir espacios propios de otros sujetos implicados y precisa, quizá machaconamente, que los criterios que se establecen van encaminados «única y exclusivamente» a lograr la citada «homogeneidad».

A tal fin incide en los siguientes aspectos:


	
1.º) Líneas generales sobre los modelos, métodos, sistemas y procedimientos que permitan lograr la transformación de la organización interna de los servicios. 

	
2.º) Unidad de actuación en el funcionamiento cotidiano, de manera que se asegure la perfecta relación del SPC con otros servicios comunes, con las UPAD y con las demás personas e instituciones que cooperan con la Administración de Justicia (Abogados, Procuradores y Graduados Sociales). 

	
3.º) Utilización generalizada y adecuada de sistemas informáticos puestos a disposición de los profesionales de la Administración de Justicia por las AA.PP., a fin de lograr una gestión procesal homogénea que garantice la interoperatividad, y por tanto la integración, de todas las aplicaciones de gestión procesal. A tal fin se incorpora al Reglamento los principios que inspiran el Código de Conducta para usuarios de equipos y sistemas informáticos al servicio de la Administración de Justicia (Instrucción n.º 2/2003 CGPJ), del Reglamento n.º 1/2005, de 15 de septiembre, de aspectos accesorios de las actuaciones judiciales, en especial de la Instrucción n.º 1/2009 del CGPJ, sobre normas para el registro de asuntos en los sistemas de gestión procesal, que obligan a todos los operadores. Estas disposiciones garantizarían el uso de tales programas obligatorio, habitual y homogéneo por los integrantes de la Oficina Judicial (art. 230.5 LOPJ). Su gestión se realizará bajo la «superior dirección» del Secretario Judicial, que actuará en el marco de los criterios dictados por los diferentes sujetos competentes -CGPJ, Secretario de Gobierno y MJ o CC.AA.-. 



El Reglamento asume los siguientes rasgos:


	
- Carácter básico o general. Esto es, limitado sólo a fijar las líneas básicas de actuación de los SPC, sin descender al detalle material de cada actuación que se realice en el servicio común de que se trate. De este modo, se respetaría el margen de iniciativa de los citados sujetos implicados y la necesidad de que el ejercicio de esta potestad ordenadora no afecte ni al ejercicio de la función jurisdiccional ni a las competencias de las AA.PP. en el ámbito de la Administración de Justicia. 

	
- Función homogeneizadora. Fija unas mismas pautas y unos mismos principios de acción para todos los SPC que se establezcan, con independencia de los órganos a los que presten apoyo y al orden jurisdiccional al que pertenezcan. A tal fin se atiende a los criterios establecidos por el citado art. 435.3 LOPJ. 

	
- Carácter dinámico. Son criterios moldeables según las necesidades, permitiendo por lo tanto una continua adaptación. Un rasgo coherente con el modelo aquí identificado como de «administración de justicia basada en la especialización flexible». En definitiva, el Reglamento 2/2010 ha llevado a cabo una función de sistematización con el objetivo de superar la actual dispersión de los instrumentos que hasta el momento habrían dado cumplimiento a la misión de ordenar el funcionamiento de los SPC. A tal fin incorpora, con los efectos consiguientes de norma reglamentaria, todos los contenidos de tales disposiciones que eran susceptibles de alcanzar pleno carácter normativo (Exposición de Motivos, III, in fine). 





El Reglamento regula:


	
- Las prestaciones que han de reunir, como mínimo, el registro informatizado de documentos. 

	
- La obligación de que el personal adscrito al servicio de registro y reparto introduzca la totalidad de los datos que al efecto exija la correspondiente aplicación informática, estableciendo dicho reglamento los campos que cuanto menos debe contener dicha aplicación. 

	
- La forma de registrarse las piezas separadas, las ejecuciones de todo tipo o las medidas cautelares previas. 

	
-El establecimiento del servicio de actos de comunicación común para todas las jurisdicciones.


	
- La obligatoriedad de que en las comunicaciones personales sean los funcionarios los que se desplacen personalmente a los domicilios a realizar las diligencias interesadas. 

	
- La remisión telemática del resultado de los exhortos. 



En todo caso, es evidente que la conflictividad estará servida, si bien dependerá de cada una de las materias que asuma a partir de las reformas procesales objeto de nuestro estudio. Desde esta perspectiva, es difícil escapar a la impresión, tras la lectura del Reglamento, de estar ante un claro ejemplo de excusatio non petita, acusatio manifesta.

Por imperativo legal, el CGPJ tenía vetado el invadir competencias de otras Administraciones con participación en la ordenación de esta materia, limitándose a un «reglamento de mínimo». Por tanto, insistir en que pretende ajustarse «escrupulosamente» al reparto competencial ya levantaba sospecha. Y en efecto, pese a la advertencia inicial, lo cierto es que las normas que en el mismo se contienen exceden, y con mucho, del ámbito de competencias del CGPJ, invadiendo competencias del Ministerio de Justicia, Comunidades Autónomas con transferencias y Secretarios de Gobierno. Como hemos visto, en absoluto se limita a fijar criterios de sólo homogeneización de SPC, sino que regula de forma concreta cuestiones tales como la forma en que se deben practicar los actos de comunicación o los datos que se han de introducir para el registro y reparto de asuntos. Esta constatación vicia de nulidad algunas de estas reglas.

Las normas de registro contempladas en el presente Reglamento se deben aplicar a todos los escritos que se presenten a partir del día 5 de mayo de 2010 en los servicios comunes con funciones de registro y reparto. Con antelación a esa fecha, las Administraciones Públicas competentes deben efectuar las adaptaciones necesarias en las correspondientes aplicaciones de gestión procesal. En las sedes «donde no exista servicio común, las Oficinas de registro y reparto observarán las normas de registro contenidas en el presente Reglamento».

Finalmente, como tales Servicios Comunes se señalan:


	
a) Servicio Común de Registro y Reparto. 

	
b) Servicio Común de Actos de Comunicación. 

	
c) Servicio Común de Estadística Judicial. 

	
d) Servicio Común de Ordenación del Procedimiento. 

	
e) Servicio Común de Auxilio Judicial. 

	
f) Servicio Común de Jurisdicción Voluntaria. 

	
g) Servicio Común de Actos de Conciliación. 

	
h) Servicio Común de Caja Judicial. 

	
i) Servicio Común de Oficina de Jurado. 

	
j) Servicio Común de Ejecución. 

	
k) Servicio Común de Depósito y Archivo Judicial. 

	
l) Servicio Común de Apoyo al Ministerio Fiscal. 



2.3.  Las unidades administrativas: una estructura de organización externa a Oficina Judicial pero al servicio de la Administración de Justicia

Una referencia merecen las referidas «unidades administrativas». A éstas les compete la gestión de los medios personales y materiales puestos al servicio de la Administración de Justicia. Las unidades administrativas, que desempeñan el papel de las actuales Gerencias, se constituyen en el ámbito de la organización de aquélla para desempeñar, como señala el art. 439 LOPJ, la Jefatura, ordenación y gestión de los «recursos humanos» de la Oficina Judicial sobre los que se tienen competencias, así como sobre los medios informáticos, nuevas tecnologías y demás medios materiales. Por tanto, queda claro que las unidades administrativas no forman parte de la Oficina, y de ahí la diferencia entre una y otra estructura organizativa, aun ambas al servicio de la mejor administración de Justicia. Así, las unidades administrativas quedan al margen de las funciones propias de la LOPJ, esto es, de toda actividad procesal.

Como claves más relevantes para entender su funcionamiento clave citar:


	
• Sus puestos de trabajo podrán ser cubiertos tanto con personal de los Cuerpos de funcionarios al servicio de la Administración de Justicia como de la Administración del Estado y de las CC.AA. que reúnan los requisitos y condiciones establecidas en la respectiva relación de puestos de trabajo 

	
• Su creación, organización, su forma de integración en la Administración Pública de que se trate, su ámbito de actuación, así como la dotación de los créditos necesarios para su puesta en marcha y funcionamiento corresponde única y exclusivamente al Ministerio de Justicia o, en su caso, a la Comunidad Autónoma con competencias en la materia 



Dado el carácter extraprocesal de su tarea son susceptibles de ordenación y ejercicio por las CC.AA. -art. 439.2 LOPJ-. Una cuestión ésta que también enlaza con otra clave de la organización de la NOJ, y es que ha de llevarse a cabo de forma gradual; por tanto será lenta. Pero no sólo eso, sino que la evidenciada preocupación por la igualdad de trato y por la homogeneidad de funcionamiento, pueden verse amenazadas, al menos durante un largo período. Una vez más cuestiones materiales condicionan mucho aspectos «sustanciales».

Y ello es así porque todo el proceso, muy ambicioso, queda siempre contenido en función de las consabidas restricciones materiales derivadas de tratarse de garantías de organización que, como tales, requiere de la provisión de presupuestos para asumir sus servicios. Por lo tanto, se hace depender de las posibilidades organizativas, técnicas y presupuestarias de cada Administración competente, lo que también generará evidentes disfunciones, en términos de cierto desajuste entre lo pretendido y lo logrado y también de inequidad o desigualdad, en la medida en que no toda la ciudadanía podrá «disfrutar» de esta modernización al mismo tiempo, ni tampoco al mismo nivel.

Ahora bien, evidenciando el papel de enlace y de coordinador que asume también el Secretario Judicial, también éste está llamado a desempeñar, como veremos al estudiar sus funciones, un trabajo de coordinación inexcusable para el buen fin de la gestión. A tal fin, el Cuerpo de Secretarios tienen atribuidas funciones de diferente tipo para llevar a cabo con éxito esta misión -arts. 452.3, 465.6 y 467 LOPJ-.

2.4.  Las relaciones entre la Oficina Judicial y el titular del Órgano Judicial: la vía de solución de conflictos

Es evidente que uno de los puntos en los que pueden surgir conflictos, dada su intrínseca vinculación, es el funcionamiento de la Oficina Judicial. A nadie escapa que es necesario una adecuada coordinación entre ambas estructuras interrelacionadas.

Una inadecuada actuación de la Oficina marcará negativamente la labor judicial, del mismo modo que un retraso injustificado de la tarea judicial llevará necesariamente a un funcionamiento negativo o inadecuado de la Oficina. En ambos casos estaremos en el mal de la acumulación de asuntos, tan extendido hoy en todos los órdenes, aunque algo menos en el social, pues no hay salida efectiva de actuaciones, bien porque no se producen las resoluciones procesales necesarias para dar curso al proceso, o bien porque existentes aquéllas no se gestionan con la suficiente diligencia. Asimismo, una Oficina que funcione mal reduce la independencia judicial, al tiempo que perjudica también en el plano profesional al titular del órgano, entre otras cosas porque afectará de modo negativo a su retribución, pues se han introducido retribuciones variables, que dependen del cumplimiento de objetivos -una nueva manifestación de la orientación hacia unos modelos de organización netamente empresariales o basados en el «rendimiento»; Ley 15/2003, reguladora del régimen retributivo de las carreras judicial y fiscal-.

Por eso, aunque el Juez carezca de competencia en materia organizativa respecto al funcionamiento de la Oficina, ello no implicará que pueda carecer de cualquier forma de intervención para corregir ese mal funcionamiento. Por eso, cualquier miembro del Poder Judicial que se estime perjudicado por una incorrecta «asistencia» puede instar la depuración de las correspondientes responsabilidades, haciendo valer su queja ante la Sala de Gobierno.

La forma y lugar en donde deben resolverse estas eventuales incidencias ha de ser la Sala de Gobierno. En ella se residenciaba antes de la reforma la función de control, incluso con facultades disciplinarias, del buen funcionamiento del servicio en todos sus niveles. Pero ahora esa función, como se ha dicho, ha variado sustancialmente, por cuanto no le corresponde al poder judicial sino al poder gubernativo de los Secretarios. En consecuencia, es necesario promover un cambio de orientación de la misma. Este cambio ha llevado a algunos autores a entender que no cabe esta vía de control en la nueva regulación, tratándose de una laguna que no es posible integrar por la vía de la interpretación.

No obstante, la adecuación de este instrumento parece clara. Primero, por su naturaleza eminentemente gubernativa. Segundo, por su ámbito territorial coincidente con el del Secretario de Gobierno -máximo responsable de los Secretarios Judiciales de su territorio-. Tercero, por ser ahora el órgano en el que tiene lugar el encuentro entre los máximos responsables del correcto funcionamiento de la Administración de Justicia, tanto sea en lo jurisdiccional, cuanto en lo organizativo.

Para dar contenido a esta mutada función de control del buen funcionamiento de la Oficina por el Poder Judicial, la reforma orgánica llevó a cabo ciertos cambios. A saber:


	
1. El Secretario de Gobierno: 
	
• Forma parte de la Sala de Gobierno, no ya sólo como fedatario -art. 149.4 LOPJ-, sino como miembro de pleno derecho, eso sí, siempre que se trate de asuntos relativos a Oficinas Judiciales o Secretarios que dependan de él y que exijan cualquier tipo de actuación -art. 152.1.12.º LOPJ-. 

	
• Podrá presentar a la Sala de Gobierno los informes que considere oportuno elaborar sobre idénticos aspectos, si considera que ésta debe tomar alguna decisión en su ámbito de competencia. 

	
• Podrá solicitar la reunión de la Sala de Gobierno a fin de tratar cuestiones que afecten a Oficinas Judiciales o Secretarios Judiciales que de él dependan, detallando en todo caso los asuntos a debatir -art. 153 LOPJ-. 





	
2. La Sala de Gobierno: 
	
• Podrá promover ante el órgano competente la exigencia de las responsabilidades disciplinarias que procedan de cualquier funcionario que preste servicios a la administración de justicia, incluido por supuesto el Secretario Judicial -art. 152.1.13.º LOPJ-. 

	
• Podrá solicitar del secretario de gobierno los informes que considere precisos sobre el funcionamiento de Oficinas Judiciales o de la actuación de Secretarios Judiciales que actúen dentro de su ámbito territorial -art. 151.1.12.º LOPJ-. 

	
• Recibirá información de los Decanos que sean miembros electos de la misma en relación a cualquier anomalía en el funcionamiento de Servicios Comunes Procesales de su territorio -art. 168.2 LOPJ-. Se trata de una nueva función asumida por los Decanos que, de conformidad con lo previsto en el art. 166.3 LOPJ, hayan sido liberados totalmente del trabajo que les corresponda realizar en el orden judicial respectivo, y tengan por tanto la condición de miembros electos, a todos los efectos, de la Sala de Gobierno. De este modo, las salas de gobierno, más que asumir, mantienen un importante protagonismo en la coordinación o articulación de este nuevo paradigma de la Administración de Justicia, basado en estructuras reticulares y en la especialización flexible. En su seno se centralizará el debate de toda posible deficiencia, anomalía o desajustes que se localicen y que perturben el buen funcionamiento del servicio público en su conjunto, perjudicando de este modo el derecho del ciudadano-justiciable a recibir una respuesta satisfactoria a su demanda, en los términos en que le reconoce ahora la Carta de Derechos del ciudadano ante la Justicia -Proposición no de Ley aprobada en el Pleno del Congreso de los Diputados el día 16 de abril de 2002-. 









3.  ASPECTOS PERSONALES O SUBJETIVOS DE LA NUEVA OFICINA JUDICIAL: ¿QUIÉN SIRVE A QUIÉN?

3.1.  Planteamientos generales: ¿la «nueva estrella» del Secretario Judicial como sujeto garante procesal «eclipsa» la figura del Juez?

En las «organizaciones» modernas se dice que lo que realmente cuenta son las «personas», o en términos más económicos y por tanto menos fiables de su sinceridad, el «capital humano». Estos conceptos son clave en los modernos «estilos de gestión y dirección de personal» basado en el enfoque de «recursos humanos». En el llamado enfoque de «gestión estratégica de personal», las personas ocupan un lugar central. En el ámbito de un servicio público parece más que evidente que así debería ser. Sea esto verdad o no -la actual realidad de crisis y desempleo no parece dar crédito a esta convicción, más ideológica que real-, lo cierto es que no puede haber un «nuevo modelo» de Oficina Judicial, un nuevo modelo de organización y gestión de la actividad de impartir y administrar justicia si no se redefine el «estatuto» -posición- de quienes lo integran en su totalidad, de los profesionales de la Administración de Justicia.

En la tradición jurídico-procesal de la que España es tributaria sólo hay una figura profesional que ha interesado a la hora de abordar esta cuestión, y no es otra que la persona que ostenta la titularidad del órgano que ejerce la función jurisdiccional. Todo empieza -con la admisión de la demanda- y todo termina -con la sentencia y su ejecución- en el Juez (11) . El resto de los sujetos que con su determinante actividad posibilitaban la efectividad de la función judicial no contaban, eran meros instrumentos, meros elementos «accesorios» sin más sentido que facilitar la tarea del Juez.

El modelo constitucional incidiría en esta tradición al reparar sólo en la atribución exclusiva y excluyente a Jueces y Magistrados de la función judicial. Por lo que esa concepción personalista y unilateral perdura en el Derecho procesal, de modo que cualquier garantía de tutela procesal de los derechos que no recaiga en el Juez será vista con sospecha de incurrir en inconstitucionalidad.

Sin embargo, las garantías para una Administración de Justicia eficaz y eficiente no pueden hallarse sólo en la actividad jurisdiccional del Juez, sino también en la actividad procesal, e incluso administrativa, de otros sujetos que intervienen para que se desarrolle, a través tanto del correspondiente «proceso» como de un «sistema de organización y gestión» del mismo, tal tarea por el Órgano Jurisdiccional correspondiente. En consecuencia, se amplía el sentido y alcance de la propia regulación procesal y de su Derecho, en la medida en que ya no puede ser agotado o confundido con el «Derecho judicial», sino que es un Derecho de organización y gestión de la actividad jurisdiccional en todos sus elementos, objetivos y subjetivos, sin exclusiones. Esta nueva concepción, que para muchos representa una auténtica «mutación constitucional», como se verá al final de este estudio, sería impulsada por la LO 19/2003, de modificación de la LOPJ.

Una reordenación global de la gestión del servicio judicial requiere, en este plano, al menos otros dos ejes de acción:


	
- Una nueva distribución de funciones, partir de la redistribución de las mismas y asignación «a otros funcionarios» distintos del Juez «las responsabilidades y funciones que no tienen carácter jurisdiccional». 

	
- Establecer auténticos «sistemas de organización del trabajo de todo el personal» de Justicia, de forma que su actividad profesional se desempeñe con la máxima eficacia y responsabilidad. Para ello se precisará nuevos estatuto. Esta materia afecta, por tanto, a todos los Cuerpos de Funcionarios al servicio de la Administración de Justicia. Pero es evidente que el cambio no afecta por igual a todos. Al contrario, la reforma tiene una orientación muy precisa, en el sentido de reforzar el papel del Cuerpo de Secretarios Judiciales, dejando en segundo plano el «resto» del «personal al servicio de la Administración de Justicia» -ahora se denominan «Cuerpos de Gestión Procesal», de Tramitación Procesal y de Auxilio Procesal, sustituyendo el anterior de «Cuerpos de Oficiales, Auxiliares y Agentes»-. 

Incluso se ha evidenciado cómo este reforzamiento de la figura del Secretario deja en cierto modo en la sombra, deliberadamente o no, a la figura otrora señera, dueño y señor del Órgano y de cuanto en él sucediera, el Juez. Ahora, su figura se «eclipsaría», a fin de «recluirlo» en su función jurisdiccional, dejando todo el peso de la gestión, pero también procesal, y del personal, y también las relaciones con el exterior, al Secretario. Incluso asumiendo un extremo personalismo, pues, como veremos, se ha eliminado su facultad de delegación, lo que no dejará de plantear notables problemas. 

Precisamente, el escaso peso de este tema, que exige normas organizativas por tanto no procesales, que es lo que aquí más interesa, ha supuesto una fuerte crítica al proceso por parte de los sindicatos, que anunciaron movilizaciones al respecto. En todo caso, está claro que si no se atiende convenientemente esta dimensión, todo el proceso puede quedar en «agua de borrajas», en deseo y no en realidad, como han evidenciado algunas de las recientes huelgas protagonizadas por este sector. 

Pero sea como fuere, lo cierto es que en las reformas orgánicas y procesales quien asume el papel de estrella es un «Cuerpo Superior» de Funcionarios que habría vivido en el último año un momento especialmente duro por varios motivos. Me refiero, cómo no, a los integrantes del «Cuerpo Superior Jurídico de Secretarios Judiciales», que es único para todo el Estado y ejerce sus funciones, todas, no sólo la clásica de fe pública, con «carácter de autoridad», según el art. 440 LOPJ. Por lo tanto, las reformas tienen un protagonista claramente delimitado. 

Aunque no deja de ser relevante llamar la atención sobre una apreciación hecha por el legislador en la Exposición de Motivos y que puede evidenciar un límite en la aplicación real de la ambiciosa reforma promovida por el legislador, primero orgánico y luego procesal. En efecto, se sostiene que 





«En la mayoría de los casos el criterio adoptado es el de atribución al Secretario Judicial de una determinada competencia, [...], aunque la ejecución material corresponda a los funcionarios».


Desde este momento, ya se intuye que las mejoras que pueda propiciar la nueva Ley vienen condicionadas por la cantidad de funcionarios con los que tengan la oportunidad de contar los Juzgados, dejándose entrever desde ya que los avances tan necesarios dependen «de las posibilidades organizativas, técnicas y presupuestarias de cada Administración competente».

3.2.  El nuevo estatuto del Secretario Judicial como Cuerpo Superior Jurídico

Tales advertencias nos dejan claro que la pretendida «revolución» organizativa que iba a suponer la modernización de la Justicia no va a ser ni tan espectacular ni tan inmediata.

El Secretario Judicial tiene una ubicación sistemática propia, separada tanto del Juez como del «personal al servicio» de la Administración de Justicia, en el que anteriormente se le integraba, si bien ejerciendo la superior jefatura, pues constituye un Cuerpo de Funcionarios propio. Este cambio de ubicación no es baladí, en la medida en que ya evidencia la mutación de esta figura, de forma que si antes no dejaba de ser un cualificado colaborador necesario en el ejercicio de la función judicial -STCO 56/1990-, de marcado significado orgánico, pero no procesal-jurisdiccional en sentido propio, y por tanto ajeno por completo al Poder Judicial, a partir del nuevo modelo de Oficinal Judicial, la concepción variará sustancialmente, como ya se ha anticipado.

Ahora, en la actividad de desarrollo y especialización señalada para la Oficina Judicial, la figura clave es la del Secretario Judicial. Éste no es titular de la función jurisdiccional como es obvio, pero sí recibirá una extraordinaria potenciación en su intervención profesional en este ámbito, sobre todo en las funciones jurídico-procesales, en otro tiempo ámbito exclusivo y excluyente, como se ha dicho, de la garantía jurisdiccional. Se amplía, pues, de modo notable la garantía subjetiva.

De nuevo el cambio de concepción institucional, y no sólo legislativa, es relevante. Si en la concepción clásica el centro de las garantías para los derechos de los ciudadanos se sitúa en la función jurisdiccional, ahora se implica también a profesionales jurídicos que no son titulares de la misma, por lo que al «iusgarantismo jurisdiccional» se une el «iusgarantismo procesal». A diferencia de aquél, éste justifica la intervención de la figura del Secretario Judicial en tal tarea, por cuanto la actividad de garantía jurisdiccional ha de entenderse en sentido amplio, integrando tanto la del órgano investido de jurisdicción cuanto la relativa al desarrollo especializado de la función procesal que asume la Oficina Judicial -garantía objetiva-, dirigida por el Secretario -garantía subjetiva-. En consecuencia, la conclusión no puede ser otra que la de integrar, a partir de la LO 19/2003 -art. 2.2 LOPJ-, al Secretario Judicial en la legitimación constitucional del Poder Judicial, de manera que la garantía jurisdiccional corresponde al Órgano Judicial, pero no de cualquier modo, sino «integrado en su función por el Secretario Judicial» (12) .

Sin embargo, este planteamiento no deja de ser problemático desde una lectura clásica de la función jurisdiccional; de ahí que un amplio sector de procesalistas ortodoxos hayan puesto el grito en el cielo por esta integración del Secretario Judicial en la función de garantía procesal de los derechos. Este nuevo modelo de garantismo promovido por la LO 19/2003 y concretado por las reformas procesales objeto de nuestro estudio, en el que el Secretario Judicial es un sujeto integrado e integrador, supone una quiebra con el modelo legislativo, y para otros incluso constitucional, vigente hasta el momento, que desintegraba claramente al Secretario Judicial de tal función. En realidad, hasta la referida LO 19/2003, la tarea del Secretario Judicial apenas variaba de las propias de un «auxiliar», aunque fuese el más cualificado y relevante de ellos.

El nuevo modelo tomó como punto de partida revalorizar su formación o -como ahora gusta tanto decirse, de nuevo imitando a la organización empresarial- competencia técnico-jurídica, que les permitiría asumir de modo eficaz, y en todo caso, responsable, ciertas materias que, fuera de la potestad jurisdiccional, son importantes para «la buena marcha del servicio público». En este sentido, va a realizar relevantes funciones integradoras de la actividad jurídico-procesal, que rompe el monopolio hasta ahora desplegado por el Juez. La misma función jurisdiccional será cometido de dos sujetos diferentes, el Juez, que es el único que puede «administrar» -impartir- Justicia, a través del proceso orientado a hacer posible tal función, atribuida constitucionalmente al Poder Judicial -art. 117.3 CE-, y el Secretario, que la impulsa y desarrolla. En consecuencia, si la potestad jurisdiccional es única, y por tanto no se reparte, la función jurisdiccional sí permitiría reparto -no así delegación-, pudiendo integrar a sujetos diversos de los Jueces, como son los Secretarios. Para ello es necesario reforzar su carácter de «cuerpo jurídico» frente a cualquier tentación de terminar convirtiéndolo en un «cuerpo genérico de funcionarios técnicos de justicia».

Se trataba, entonces, de protegerlo de las competencias del poder de autogobierno de las CC.AA. y también «carne de cañón» para la lucha corporativa con la Judicatura (13) . Pero al mismo tiempo también habrá que potenciar su función directiva, la «gerencial». De ahí el desbordamiento de su papel, no ya sólo en sentido cuantitativo, que también, sino cualitativo, ante la extrema heterogeneidad de las funciones que ahora deberían asumir los Secretarios Judiciales. Aunque esta heterogeneidad no es ninguna novedad, pues estaba presente en la anterior regulación de la LOPJ/1985.

3.3.  La multiplicación de funciones del Secretario Judicial: el doble rostro como sujeto jurídico y como Director-Gerente

Sin duda, aparte de su nuevo estatuto de personal, lo más destacado de la reforma fue la expansión de sus funciones -arts. 452 y ss. LOPJ- desbordando las clásicas. Así aparece claramente reflejado en un amplio número de preceptos que determinan tanto sus clásicas como sus nuevas funciones. En general, puede decirse que el Secretario Judicial asume ahora un tripe papel en relación al servicio que la Administración de Justicia prestaría al Poder Judicial en aras del correcto ejercicio de la función que le es propia, la función jurisdiccional. A saber:


	
1. De gestión, tanto de medios como de personas: su papel de coordinación. 

	
2. De gobierno, en relación a la Oficina Judicial: su papel de director. 

	
3. De garantía procesal, en el ejercicio de funciones de este tipo, sobre todo en la dirección del impulso del proceso, pero no sólo. 



En relación a la primera, ya vimos que la tarea de gestión se ubica con exclusividad en el ámbito de la Administración -Central o Autonómica-. Pero también se comentó que el Cuerpo de Secretarios Judiciales desempeñaba una tarea de gran relieve. De un lado, a través de sus estructuras de gobierno, como son el Secretario de Gobierno y el Secretario Coordinador. El primero asume como función propia -art. 465.6 LOPJ-, la de impartir instrucciones a los Secretarios Judiciales de su respectivo ámbito territorial, a solicitud de la Administración competente, cuando sea precisa la colaboración de aquéllos para garantizar la efectividad de las funciones que tienen éstas en materia de medios personales y materiales al servicio de la Administración de Justicia. El segundo queda obligado a dar cuenta de forma inmediata al primero de cuantos hechos sean relevantes al buen funcionamiento de la Administración de Justicia, así como de la necesidad de medios personales y materiales de las Secretarías ubicadas en su territorio -art. 467 LOPJ-. De otro lado, por lo que refiere al resto de Secretarios Judiciales, éstos asumen las funciones de colaboración con las CC.AA. con competencias en la materia, o con el Ministerio de Justicia en su defecto, para la efectividad de las funciones que ostentan en materia de medios -art. 452.3 LOPJ-, dando cumplimiento a las instrucciones a tal efecto que reciban de sus superiores.

En el plano organizativo, es evidente que el Secretario también ocupa el centro de esta nueva estructura. Aunque es el CGPJ el que tiene la competencia para solicitar que sean cubiertas sus necesidades de personal y materiales, y la Administración la obligada a suministrarles tales medios para el correcto ejercicio de la función judicial, son los Secretarios Judiciales los que ejecutarán materialmente la inserción de tales medios en el seno de las diversas Oficinas Judiciales. Para ello colaborarán en el desarrollo de cuantas planificaciones se hagan al respecto. Por lo tanto, son sujetos de enlace, como se dijo, entre el Ministerio de Justicia, de quien dependen, y las CC.AA., así como con las Salas de Gobierno, dando garantía de esa homogeneidad de la totalidad de las Oficinas que ya comentamos introduce el art. 435.2 LOPJ, «consecuencia del carácter único del Poder al que sirven».

Asimismo, el Secretario Judicial ejercerá estas funciones de coordinación en el seno de la Oficina Judicial, de la que es su máximo responsable. Ello le permitirá armonizar las decisiones de la Administración con las necesidades reales de cada Oficina, sea Unidad Procesal de Apoyo Directo, sea Servicio Común Procesal. Al Secretario Judicial incumbirá, pues, la delicada labor de conciliar medios y necesidades a fin de que el resultado sea lo más satisfactorio posible para el funcionamiento de todo el entramado, en especial de una Oficina que él dirige.Por lo que hace a las funciones de gobierno de la Oficina Judicial, concretada en su poder de dirección técnica procesal, la reforma ha introducido una nueva dimensión a esta tarea. Hasta la entrada en vigor de la reforma, la Jefatura de la Secretaría competía, como es natural, al Secretario Judicial, pero su función quedaba supeditada en todo momento a la última decisión del Juez o Presidente de la Sala o Sección a la que la Oficina prestara su servicio. El art. 437.2 LOPJ anterior era claro al respecto:

«Les corresponde ostentar la jefatura directa del personal de la Secretaría de que son titulares, sin perjuicio de la superior dirección de Jueces y Presidentes, y con respecto a las potestades de organización atribuidas a los Fiscales-Jefes».


Ahora sólo hay un Jefe de esa Oficina, y ése es el Secretario Judicial. Esta previsión implica al menos dos consecuencias:


	
- Los Secretarios Judiciales dirigirán en el aspecto técnico-procesal al personal integrante de la Oficina Judicial, ordenando su actividad e impartiendo las órdenes e instrucciones que estime pertinentes en el ejercicio de esta función -art. 457 LOPJ-. Función que ejerce en exclusividad, se insiste, tanto en su vertiente organizativa como en la de fondo o técnica (14) . La EM de la LO 19/2003 era clara para explicar esta opción: «la confluencia en la Oficina Judicial de varios ámbitos de decisión que recaen sobre una única realidad ha demostrado ser fuente de conflictos sin que las normas que ahora se sustituyen establecieran mecanismos oportunos de colaboración, coordinación y de garantía que aseguran la autonomía funcional y orgánica de unos y otros». 

	
- Al mismo tiempo que se convierten en Directores de la Oficina, asumen toda la responsabilidad por el correcto funcionamiento de la misma. A ellos compete, por eso, la dación de cuenta, si bien en los términos indicados en las leyes procesales -art. 455 LOPJ-, como luego veremos. Se trata de un efecto de coherencia, pues si al Secretario incumbe todas aquellas tareas que ya no le corresponden al Juez, tampoco puede ser éste ya el que responda del correcto funcionamiento de la dirección técnico-procesal, por cuanto ahora no le compete. Eliminada la «superior dirección», quedaría eliminada también, en justa reciprocidad, la responsabilidad del Juez. Como se sabe, esta materia es fuente de importantes problemas, conflictos y tensiones entre los diferentes Cuerpos de Funcionarios, por cuanto que las dificultades del propio sistema para cumplir correctamente con estas funciones llevará a exigir de un modo cada vez más significativo responsabilidades por fallos o negligencias, como la lamentable experiencia reciente evidencia. En todo caso, parece claro que sólo serán responsables en la medida que la deficiencia derive de su negligente actuación, y no deriven de la insuficiencia de medios actuales. 



3.4.  La mutación del papel del Secretario Judicial: de máximo asistente del Juez a sujeto garante de derechos

Una aproximación más concreta al listado de funciones del Secretario Judicial nos arroja el siguiente balance o cuadro. Que evidencia esa desbordada dimensión del mismo, superando sus funciones clásicas, tanto en el ámbito de la gestión como, lo que aquí más interesa, de la dirección procesal. Entre las clásicas, pero ahora renovadas, destacan:


	
- Titularidad de la fe pública judicial (arts. 452 y 453 LOPJ). 

	
- Documentación (art. 454.1 LOPJ). 

	
- Impulso del proceso judicial en los términos legales (art. 456 LOPJ), por lo que serán las específicas leyes procesales las que precisen su alcance. En consecuencia, aquí hallamos el embrión de la función procesal-jurisdiccional en la legislación orgánica. Los instrumentos eran las diligencias de ordenación y propuestas de resolución. 

	
- Archivo y llevanza de libros (art. 458 LOPJ), depósito de bienes y objetos afectos a expedientes (art. 459 LOPJ), también la de cuenta judicial. 

	
- Estadística Judicial (art. 461) y dación de cuentas (art. 455 LOPJ). 



Como puede verse, la diversidad tan amplia de funciones no hace sino reflejar cómo en su conformación se combinan visiones tradicionales del Secretario Judicial -de «archivero», «escribano», «actuario», «asistente»...-, típicas de una labor de «auxilio», o incluso de máximo «asistente jurisdiccional», con otras novedosas, más modernas. Precisamente, a partir de éstas dejará de ser ese cualificado colaborador necesario para constituir el Órgano Judicial mismo. Esto supone un giro significativo de su papel.

La STCO 56/1990, tras recordar que la función jurisdiccional correspondía en exclusiva al Poder Judicial, puso de relieve que, junto al «núcleo esencial» de lo que debía entenderse por Administración de Justicia, está el «conjunto de medios personales y materiales que ciertamente no se integran en ese núcleo», por tratarse del personal al servicio de la Administración de Justicia -art. 122.1 CE- y, en consecuencia, no resultan elementos esenciales ni para la función jurisdiccional ni para el autogobierno del Poder Judicial. En ese núcleo tampoco estaría el Secretario Judicial, pese a ser «su actuación necesaria en cuanto colaboración imprescindible para la actividad de esa Administración y el cumplimiento de sus fines» (STCO 56/1990, fj 10). El TCO reflejaba así la tradicional consideración del Secretario como el principal asistente del Juez, por ser el principal encargado de que el servicio a la jurisdicción se desarrollo del mejor modo posible, sin más limitación que los medios a su alcance. Sin esta vocación de asistencia y servicio al Poder Judicial, ningún modelo legal de reforma a tal fin podrían tener el amparo del diseño constitucional, por cuanto contradiría notablemente sus principios, amén de carecer de sentido, pues la Administración no tiene más razón de ser que asistir a Jueces para el cumplimiento de sus funciones, por más que ciertos sujetos, ahora el Secretario, estén en la cúspide de esa Administración y ejerzan un elenco de funciones procesales muy relevantes.

Para un importante sector doctrinal, tras la nueva regulación, tal enfoque no podría en modo alguno sostenerse, pues el nuevo modelo se fundamenta en la integración del Secretario Judicial, como se ha indicado. Los nuevos ámbitos funcionales lo impedirían. En primer lugar, y por lo que concierne a las funciones, destaca su protagonismo en materia de:


	
a) Competencias de organización, gestión, inspección y dirección del personal en aspectos técnicos procesales (arts. 454.2 y 457 LOPJ). 

	
b) La ejecución, salvo las competencias que exceptúen las leyes procesales por ser reservadas a Jueces y Magistrados (art. 456.3 LOPJ). Con carácter general se tratará de actuaciones que no presupongan la realización de enjuiciamiento alguno, sino en el sentido de actualizar, «ejecutar» en sentido material, las previsiones de la sentencia 

	
c) Jurisdicción voluntaria, que puede ser entendida como la administración de funciones jurisdiccionales de Derecho privado por un órgano integrado en la jurisdicción pero sobre materias no contenciosas -iurisdictio inter volentes- asumiendo su tramitación y resolución, sin perjuicio de los recursos que quepa interponer. 

	
d) Conciliaciones, llevando a cabo «la labor mediadora que les sea propia» y que en buena medida le permitiría introducirse en un ámbito integrado de la jurisdicción en el que puede desplegar ciertos poderes-deberes de decisión. 



En todos esos casos estaríamos ante el ejercicio de funciones de integración de la actividad jurisdiccional, configuradas a modo de «cláusulas de reserva» legal a favor de los Secretarios Judiciales, para que asuman competencias de esta naturaleza. Estas cláusulas se concretan por referencia o remisión formal a las leyes procesales. De este modo, el modelo español seguiría las pautas de otros modelos centroeuropeos, como el austriaco, que es uno de los más novedosos a tal fin.

Asimismo, y para evitar cualquier rigidez del modelo se introduce una cláusula abierta en orden a la atribución de nuevas competencias, de modo que tendrán cuantas las otorguen no sólo las leyes sino también las normas reglamentarias -art. 462 LOPJ-. Esta técnica reguladora expresa el objetivo de la flexibilidad organizativa, quizá en exceso, dejando abiertas aún más posibilidades de crecimiento del peso de esta figura, tanto en lo organizativo como en lo procesal,

Entre las funciones más significativas, aun de carácter procedimental, está la relativa a la Estadística Judicial. En los últimos años se ha evidenciado la necesidad de que tanto el CGPJ como las AA.PP. competentes en esta materia cuenten con datos mucho más fidedignos y elaborados, de modo que puedan analizarse las necesidades efectivas de los Juzgados y Tribunales para la correcta Administración de la Justicia, así como para poder diseñar planes concretos de actuación que racionalicen lo más posible la carga de trabajo. Precisamente, la Ley 15/2003, reguladora del régimen retributivo de las carreras judicial y fiscal, sentó las bases de un «Plan de Transparencia judicial» para la planificación, desarrollo y ejecución de las políticas públicas relativas a la Administración de Justicia, en aras de conseguir diferentes objetivos.

Pues bien, si en un principio esa función se atribuye al CGPJ -Reglamento 1/2003, sobre Estadística Judicial-, la LO 19/2003 ofrece una regulación competa y definitiva al tratamiento estadístico y atribuye la responsabilidad del mismo a los Secretarios. Serán los Secretarios de Gobierno los que velen por su cumplimiento efectivo. A tal fin contrastarán su veracidad.

La trascendencia de su correcta realización, dentro del marco de las relaciones entre el Secretario y la carrera judicial, es evidente si valoramos que uno de los fines de las estadísticas a la que se hizo referencia es la planificación presupuestaria en materia de retribución de los miembros de la carrera judicial. De ahí su importancia para el nuevo modelo retributivo trazado por la Ley 15/2003, también modificada por la Ley 13/2009. A lo que hay que añadir la garantía del derecho de los ciudadanos al pleno acceso a la Estadística Judicial.

Acorde con esta centralidad, y como veremos al estudiar el tratamiento procesal de estos cambios, se le reconoce potestad para dictar resoluciones decisorias, no sólo de interlocución y trámite. Se trata de la resolución que asume la forma de decreto (art. 456.4 LOPJ). Es una resolución procesal, resolviendo -o disolviendo- las dudas que un importante sector de la doctrina había evidenciado.

De este modo, por sus funciones y sus instrumentos procesales parece inequívoca, pero no pacífica, esa integración en el Órgano Jurisdiccional y en sus funciones típicas. Dada la más que notable diferencia de modelos se ha buscado un doble fundamento jurídico. Primero, como no podía ser de otro modo, en el texto constitucional. Segundo, el funcional. No obstante, ambos resultan polémicos y muy discutibles.

Por lo que hace al primero, conviene recordar que la CE en ningún momento alude a la figura del Secretario Judicial. Para la norma fundamental, o se forma el cuerpo de Juez o Magistrado -principio de independencia-, o el del «personal al servicio» de la Administración de Justicia -principio de jerarquía-. Coherente con este planteamiento ya hemos visto cómo la LOPJ/1985 los ubicó topográficamente en el Título correspondiente a este personal. En cambio, también se ha indicado cómo la reforma les dotó de una posición propia -Libro VI LOPJ-.

Por lo que hace al segundo, encontramos básicamente dos lecturas diferentes. De un lado, quienes consideran que estamos ante un «garante funcional» que, con su actividad jurídico-técnica, hace que las garantías formales necesarias para el proceso sustantivo puedan ser efectivas (15) . De otro lado, quienes consideran que es un «garante jurisdiccional» del «debido proceso sustantivo», por lo que tal garantía sustantiva ya no sería exclusiva función del titular del Órgano Judicial (16) .

Parece claro que la regulación no ha querido ir tan lejos, entre otras cosas porque adolecería de una más que dudosa constitucionalidad. De ahí que sean más pertinentes los argumentos de quienes entienden que estamos ante un desdoble de garantías jurisdiccionales, una sustantiva, atribuida al Juez, y otra formal o adjetiva, que corresponde también al Secretario Judicial. En realidad, no estaríamos sino ante una generalización de una regla especial que surgió por vez primera en la legislación procesal social, respecto de la regulación de las «diligencias de ordenación» en el TRLPL anterior a la reforma por la Ley 13/2009 -en vigor a partir del 4 de mayo de 2010-. En suma, el Secretario Judicial con facultades propias y con funciones también propias forma parte del Órgano Jurisdiccional y participa, si bien en menor grado y nunca de forma sustantiva, del ejercicio de la función jurisdiccional, que ya no le pertenece en exclusiva al titular del órgano, al Juez, único que ejercita, esto sí, potestad jurisdiccional.

En suma, frente a la concepción auxiliar y asistencial del Secretario Judicial, basada en la lectura literal de la legislación orgánica, en el actual modelo el Secretario integra el Órgano Judicial y, en consecuencia, se desvincularía de la dimensión administrativa que tenía antes. A tal fin, ahora gozará de una notable autonomía en el cumplimiento de sus funciones. Sin embargo, es igualmente oportuno recordar que un aspecto clave de la nueva configuración del Cuerpo de Secretarios Judiciales reside tanto en esta tensión entre la jerarquización del mismo, que se revela como fuerte contraste con la independencia judicial incluso respecto del propio Poder en que se integra, cuanto su independencia de cualquier otro Cuerpo. Todo ello significa que el Secretario Judicial queda ajeno al ámbito de influencia del CGPJ -art. 463 LOPJ-.

Una cuestión importante ha sido si puede o no ser transferido a las CC.AA. En este sentido, para una determinada posición doctrinal, el Secretario Judicial, en la medida en que se encuentra al servicio del Estado de Derecho, a través de una relación de integración en el Órgano Judicial, aun diferenciados de sus titulares, no podría ser un elemento transferible a las CC.AA. No cabría que los diferentes autogobiernos asumieren competencias al respecto, por cuanto hay riesgo de producir diferencias en la unidad y desarrollo integrado del ejercicio funcional de la jurisdicción, aunque sea en esa dimensión jurídico-procesal formal.

En este sentido, no sólo la LOPJ sino la LEC atribuyen al Secretario Judicial la celebración de actuaciones procesales en exclusiva -por ejemplo, las potestades que les atribuyen los arts. 190 a 194 LOPJ relativas al orden en las vistas ahí contenidas (17)  -. También deberán ser documentadas para su necesaria constancia y eventual revisión a través del sistema de recursos.

Consecuencia de esta función es la expedición de certificaciones o testimonios de las actuaciones judiciales no declaradas secretas ni reservadas a las partes, con expresión de su destinatario y el fin para el cual se solicitan, así como la autorización y el otorgamiento de poderes para pleitos, en los términos establecidos en las diferentes leyes procesales. De nuevo encontramos confirmación de la centralidad del Secretario Judicial en el proceso de reforma hacia un nuevo modelo de Oficina Judicial. Sobre él recae la tarea de organizar, dirigir y armonizar la administración de justicia, él es el «Jefe» ahora de la «organización» del servicio de justicia, quedando en el Juez estrictamente la potestad de decir el derecho, esto es, la potestad jurisdiccional.

En consecuencia, se produce un reajuste de posiciones entre ambos colectivos profesionales, lo que va más allá sin duda de la mera relación en cada Juzgado para el cumplimiento de sus funciones, que tiene una dimensión colectiva, corporativa si se quiere, y también se abrirá, como es natural, al debate sobre el «reconocimiento profesional» y sobre todo económico de ese nuevo reparto funcional. De ahí la modificación introducida en este aspecto por la Ley 13/2009.

La finalidad básica del legislador hemos visto que era, en la regulación orgánica, y se concretará en la legislación procesal, el liberar al Juez en la responsabilidad de gestionar un sin fin de asuntos que, siendo ajenos por completo a su función jurisdiccional, recaían sobre su actividad cotidiana -concesión de permisos, gestión de personal interino, promoción de expedientes gubernativos, el ejercicio de la «superior dirección» en ciertos asuntos relativos a la Oficina...-. De este modo, se les releva de una tarea que reducía el tiempo de dedicación a la función jurisdiccional con lo que ahora podrán centrarse más en ésta. Ahora bien, es evidente que estas situaciones no son ajenas al titular del Órgano Jurisdiccional, por cuanto un mal funcionamiento en ese espacio puede condicionar el desarrollo de la actividad jurisdiccional ordenada por el Juez. Por lo tanto, es necesario disponer de mecanismos que les permita reaccionar a fin de poder corregir estas situaciones que condicionan su labor. Al quedar fuera de las Salas de Gobierno esta tarea de exigencia de responsabilidades disciplinarias del personal al servicio de la Administración de Justicia, el único instrumento de contrapeso y participación es poner de relieve este tipo de incidencias ante los responsables, que son los órganos de gobierno de los Secretarios Judiciales.

3.5.  Otros compañeros «de reparto»: el personal al servicio de la Administración, como los operadores «en la sombra»

Como ya se ha dicho, la reforma ha afectado a todo el personal, pero es evidente que en la sombra han quedado otros profesionales, otros funcionarios, que tendrán un papel determinante en el buen funcionamiento de la Administración de Justicia, e incluso serán claves para que el Secretario Judicial pueda cumplir el enorme catálogo de misiones o tareas que tiene encomendadas. El Secretario Judicial es el exclusivo Director Técnico-Procesal y enlace entre el Ministerio de Justicia, del que depende, y al que representa en cada una de las UPAD y SCP, y la Comunidad Autónoma, pero no está solo.

Debe asistirse de:


	
- El Cuerpo de Gestión Procesal y Administrativa A este Cuerpo le corresponde colaborar en la actividad procesal de nivel superior, así como la realización de tareas procesales propias. Algunas de ellas están de forma detallada expresadas en el art. 476 LOPJ. Dichas funciones siempre se llevarán a cabo bajo la dependencia del Secretario Judicial, así como del puesto de trabajo que el Gestor Procesal desempeñe. De este Cuerpo, tras la reforma, se han destacado dos aspectos. El primero, su mayor implicación y competencia profesional adscrita al Gestor Procesal y Administrativo en el desarrollo de la actividad procesal. Lo que le permitiría ejercer mayores funciones en delegación, y siempre bajo la dirección del Secretario. No obstante, como veremos, la desaparición de esa facultad plantea algunos problemas procesales de reparto importantes, como veremos al comentar la reforma en la LPL y en la LEC. 

El segundo es que el principio de jerarquía queda fijado con carácter general en el desempeño de las funciones que tienen atribuidas. Por lo que es posible que esa dependencia jerárquica lo sea no ya del Secretario Judicial, sino de un funcionario integrante de otro Cuerpo que ostente una posición superior a la suya en la estructura laboral de acuerdo con la Relación de Puestos de Trabajo. 

Sus funciones son: 


	
• Gestionar la tramitación de los procedimientos. 

	
• Practicar y firmar las comparecencias que efectúen las partes en relación con los procedimientos que se sigan en el Órgano Judicial, respecto de las cuales tendrán capacidad de certificación. Naturalmente no podrán ser de las que exijan la presencia judicial, ni el apoderamiento apud acta. En todo caso, se trata de una certificación que no expresa «dación de fe», por cuanto eso sólo corresponde al Secretario. 

	
• Documentar los embargos, lanzamientos y demás actos cuya naturaleza lo requiera, con el carácter y representación que le atribuyan las leyes, salvo que el Secretario considere necesaria su intervención. 

	
• La realización de cuantas funciones legal o reglamentariamente se le atribuyan. Se trata, pues, de una competencia residual que se basa en conceptos generales y también en conceptos jurídicos indeterminados que, sin duda, dará lugar a conflictos. 





	
- El Cuerpo de Tramitación Procesal y Administrativa Con la reforma de la LOPJ, el nuevo art. 477 reconoce la figura del Auxiliar de Justicia como Cuerpo de Tramitación Procesal y Administrativo. Por lo que ahora se recoge en vía legal las funciones que ha desempeñado aquél en la práctica. Le corresponde la tramitación material de los procedimientos, mediante el uso de los medios mecánicos u ofimáticos que corresponda. Para ello confeccionará cuantos documentos, actas, diligencias, notificaciones y otros le sean encomendados, así como copias de documentos y unión de los mismos a los expedientes. En general, su función de apoyo a la Gestión Procesal, según el nivel de especialización del puesto que se desemplea, bajo el principio de jerarquía. 



	
- El Cuerpo de Auxilio Judicial A este Cuerpo le corresponde, de acuerdo con lo dispuesto en el art. 478 LOPJ, la realización de cuantas tareas tengan carácter de auxilio a la actividad de los órganos judiciales, y la realización de todas las funciones que legal o reglamentariamente se establezcan y de cualesquiera otras funciones de naturaleza análoga a las que se relacionan. También se rigen por el principio de jerarquía y sujeción a la RPT. Entre estas funciones están: 


	
• La práctica de los actos de comunicación, en la forma prevista por las leyes procesales. Ya veremos que este tema plantea algunos problemas en la reforma. 

	
• Como agente de autoridad, procederá a la ejecución de embargos, lanzamientos y demás actos cuya naturaleza lo requiera.• Actuar como Policía Judicial con el carácter de agente de autoridad. 

	
• Realizar funciones de archivo de autos y expedientes judiciales.• Velar por las condiciones de utilización de las Salas de Vistas y mantener el orden de las mismas. 

	
• Comprobar que los medios técnicos necesarios para le proceso judicial se encuentran en condiciones de utilización. 







Conviene tener presente que la reforma del artículo 521 LOPJ por la LO 1/2009, ha suprimido las características esenciales de los puestos de trabajo como mención básica de las RPT, que es, como se sabe, el instrumento fundamental para la ordenación de la actividad del personal en el nuevo modelo. No obstante, el contenido de las mismas deberá contemplar aspectos esenciales como la determinación de las funciones atribuidas a cada uno de los Cuerpos de la Administración de Justicia referidos, sus nuevos destinos en la Oficina Judicial. Por eso, el referido RD 748/2010, de 4 de junio, que modifica el RD 1451/2005, relativo al Reglamento de Ingreso, provisión de puestos de trabajo y promoción profesional, ha introducido un nuevo apartado 3 en el artículo 39 de este Reglamento, a fin de realizar una mención expresa a la definición de las funciones a desempeñar por cada uno de los Cuerpos. Se pretende con ello dotar de una mayor seguridad a los funcionarios de la Administración de Justicia que pasen a desempeñar puesto de trabajo en la NOJ.

3.6.  La gestión informática del proceso: hacia una Administración telemática de la Justicia

Esta última referencia funcional nos lleva directamente a otro punto central para el modelo nuevo diseñado por la Ley, en conexión con el relativo al Secretario Judicial, que es el relativo a la garantía de una gestión informática, de modo que esté atravesado por las nuevas tecnologías de la información y la comunicación. Un modelo de gestión procesal, pues, informatizada. 

Veremos cómo las leyes procesales han ido recogiendo este envite, hasta el punto de convertir el recurso a los medios telemáticos como obligatorio, eso sí, siempre con un factor de ponderación realista. Lo veremos al comentar los arts. 44.2 LPL y 56.5 LPL, en relación a los arts. 135.5 y 163 LEC.

Buena prueba de su centralidad es que el CGPJ ha ido dictando normas a fin de favorecer su mejor ordenación y uso. Así, el citado Reglamento del CGPJ 2/2010, relativo a los criterios de homogeneización de las actuaciones de los SPC, pretende lograr el cumplimiento riguroso de las pautas incluidas a tal fin en el Código de Conducta. El objetivo último no sería sino lograr de las aplicaciones de gestión procesal «datos de calidad», y no sólo cuantitativos, como primer paso para lograr una total conexión o interoperatividad de las mismas y su interacción a través de servicios como los que presta el Punto Neutro Judicial. Se confirma de este modo otro rasgo inherente al modelo, a este «proceso de trabajo judicial», que es el «trabajo en red». Entre los beneficios de esta promesa -a menudo convertida en una quimera, o en una utopía, en el mejor de los casos- estaría la obtención de datos para la elaboración de la Estadística Judicial en el marco de desarrollo del Plan de Transparencia Judicial. Recuérdese que esta competencia está también en manos del Secretario Judicial.

De ahí que se haya centralizado en un único servicio la presentación y recepción de todos los asuntos y escritos que tengan como destino los órganos jurisdiccionales o los Servicios Comunes Procesales de un determinado ámbito competencial. De este modo, y para evitar la dispersión normativa relativa a las normas de registro, se ha incorporado al Reglamento citado, como también se indicó más arriba, el contenido de la Instrucción n.º 1/2009 CGPJ, dictada en su momento para regular el registro de asuntos en los sistemas de gestión procesal y con la que se pretendía sentar las bases para poder obtener de sus aplicaciones informáticas «datos de calidad homogéneos».

Para ello se seguían los criterios del Test de Compatibilidad de los Sistemas Informáticos de Gestión Procesal, revisado por Acuerdo del Pleno del CGPJ de 12 de abril de 2007 y de sus Anexos.

En todo caso, el Órgano Judicial debe poder conocer en cualquier momento y de forma fehaciente el estado de tramitación en que se encuentra la diligencia interesada -art. 4 Reglamento 2/2010-. Para ello, las distintas aplicaciones informáticas instaladas en los SPC contarán con sistemas que permitan ese control informativo. Corresponde al Secretario Judicial Director del SPC cuidar que la información esté actualizada y sea completa. Precisamente, para el sistema de seguimiento de las actuaciones se otorga una competencia específica a los Jueces Decanos para requerir del Secretario información sobre eventuales anomalías.

La regla de la preferencia de tramitación telemática está recogida en el art. 5 del Reglamento 2/2010 CGPJ, conforme al cual el SPC:

«deberá contar con una aplicación o módulo específico que le permita realizar de manera totalmente informatizada cuantas actuaciones relativas a la recepción, registro, reparto y, en su caso, tramitación de asuntos, diligencias o escritos tenga encomendadas».


Aplicación informática que debe estar plenamente normalizada, de modo que respete las normas establecidas tanto en el Reglamento como en el Test de Compatibilidad. Asimismo, los Protocolos de Actuación dictados por los Secretarios, en el ejercicio de su ámbito competencial, deberán contener normas que garanticen el correcto tránsito telemático entre las distintas Oficinas Judiciales.

Una cuestión clave será si sólo el Secretario tiene este acceso y asume la función de verificación. En cualquier caso, esta generalización de la administración telemática llevará, como analizaremos con detenimiento al estudiar las reformas procesales, a un cambio radical de su función, que de redactor de actas y garante con su presencia de la autenticidad del proceso, pasa a ser un garante de la seguridad del desarrollo del mismo, aun sin la necesidad de estar presente en todo momento. Los cambios, son, pues, de raíz, como se dijo, por mutar tanto los conceptos, como las concepciones y, cómo no, también el modelo de regulación. Lo que para unos será una fuente valiosa de cambio y modernización y para otros una perturbadora mutación constitucional.

En suma, y como conclusión final de esta primera parte del estudio, parece claro por todo lo aquí comentado que la configuración de este Servicio Público exige armonizar, mejor que se ha hecho hasta ahora, el nuevo «modelo de Oficina Judicial» con el clásico de «administración de tutela judicial». A tal fin es necesario romper radicalmente y de modo definitivo:


	
• tanto con la imagen unilateral -la omnipresencia del Juez-, o dual -la dialéctica Juez y Secretaría-, para apostar por una concepción más colectiva, 

	
• cuanto con el carácter meramente interno de las actuaciones procesales del Órgano Judicial, pues ahora aparecen en parte «externalizadas» a favor de un «servicio común» especializado, en razón no de la materia sustancial -civil, social, contencioso-administrativa....-, sino del tipo de actuación procesal -comunicación, registro, ejecución...- y flexible, esto es, adaptable a las circunstancias de la demanda de «trabajo procesal» de cada momento. 



Pero para que tuviese plena efectividad era necesario modificar de manera profunda no sólo las estructuras sino también las leyes procesales. Lo primero se empezó a hacer con la LO 13/2003; lo segundo, con la Ley 19/2003 y la LO 1/2009. Se impone ya entrar en su estudio detenido, que es lo que a partir de ahora nos proponemos afrontar, tanto desde un punto de vista sistemático y conceptual como práctico y operativo. Se trata no sólo de dar a conocer las soluciones para los problemas prácticos que suscitará la puesta en marcha del nuevo modelo, sino también de explicar sus fundamentos y aportar razones para resolver las deficiencias de las reformas, que las tiene y muchas.
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